[bookmark: _Toc366755199]Acta N° 02-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del diez de enero de dos mil veintidós.
Sesión ordinaria con asistencia del presidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano. De los integrantes doctor Juan Carlos Segura Solís, los másteres Rodrigo Arroyo Guzmán y Alexander Arguedas Vindas, así como de los licenciados Freddy Chacón Arrieta y Parris Quesada Madrigal. También asisten el máster Oslean Mora Valdez, y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, en su orden, Director interino y Subdirectora interina de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc366755200][bookmark: _Toc474994767][bookmark: _Toc92455919][bookmark: _Toc366755206][bookmark: _Toc40366510][bookmark: _Toc359509192][bookmark: _Toc366755201][bookmark: _Toc474994768][bookmark: _Toc92455920]ARTÍCULO I
Documento N° 49-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría General de la Corte.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría General de la Corte. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO II
Documento N° 32-2022
Se aprueba el acta N° 01-2022 de la sesión celebrada el 3 de enero de 2022.
El máster Alexander Arguedas Vindas, se abstiene de votar por no haber asistido a la citada sesión.
[bookmark: _Toc92455923]ARTÍCULO III
Documento N° 1499-2021 
La Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 11341-2021 del 16 de diciembre de 2021, remitió el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 100-2021 celebrada el 13 de noviembre del 2021, artículo XLII, que literalmente dice:
“La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de la Dirección de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-SAS-4764-2021 del 8 de octubre de 2021, remitió:

“Se remite resumen del estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de anualidades N° RTFJP: 2021056, para que el Consejo Superior decida lo que corresponda de conformidad con lo establecido en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, articulo XVI.

Reconocimiento de tiempo servido en otras
instituciones del Estado para efectos de
ANUALIDADES

	NOMBRE:
	MARIANELA SANCHEZ BLANCO

	N° CEDULA:
	(Valor 1)

	PUESTO:
	MÉDICO DE EMPRESA

	OFICINA:
	UNIDAD SERVICIO DE SALUD PARA EMPLEADOS I CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	(Valor 2)

	FECHA EN QUE PRESENTA LA GESTIÓN:
	7/6/2021

	FECHA EN QUE COMPLETA LA DOCUMENTACIÓN:
	28/6/2021

	NÚMERO RTFJP:
	2021056

	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Universidad de Costa Rica - UCR

	TIEMPO POR RECONOCER:
	4 meses y 2 días



…”
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En relación a lo anterior, en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, artículo XVI, al conocerse el informe N°DJ-C-524-2020 del 19 de agosto de 2020, presentado por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, referente a si con la entrada en funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial” se mantiene vigente el “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus instituciones para efecto del pago de anualidades y Jubilación en el Poder Judicial” (RTS). Y si el Consejo Superior puede aprobar “las gestiones de reconocimiento de tiempo para efectos de anualidades, independientemente si la persona interesada gestiona el trámite de reconocimiento de tiempo para efectos jubilatorios”, este Consejo, acogió el criterio presentado por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino en oficio N° DJ-C-524-2020 y lo hizo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y de la Secretaría General de la Corte, para que remitieran a este Consejo todas las gestiones pendientes referente al Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en El Estado y sus Instituciones en el entendido que será únicamente para efectos de anualidades.

Al conocerse los informes PJ-DGH-SAS-2144 y DJ-C-524-2020 elaborados por la Dirección de Gestión Humana y Dirección Jurídica, de acuerdo con lo resuelto por la Corte Plena en sesión N° 4-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo VII, en lo que interesa revocó el punto 2) del acuerdo tomado por la misma en la sesión N° 45-19 del 28 de octubre del 2019, artículo VI, referente a la fecha rige de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y con motivo de que se tuvo por formalmente constituida la citada Junta Administradora a partir del 27 de enero de 2020, se acordó: 1.) Reconocer a la doctora Marianela Sánchez Blanco, Médico de Empresa de la Unidad de Salud del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, para efectos de anualidades únicamente, 4 meses y 2 días, laborados para la Universidad de Costa Rica, a partir del 28 de junio de 2021. 2.) Trasladar el presente acuerdo a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de que resuelva lo correspondiente al reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones para efectos de jubilación de la servidora Sánchez Blanco.”

…”
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Antecedentes
1. La Corte Plena, en el artículo VI de la sesión 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, tuvo por formalmente constituida la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a partir del 3 de febrero de 2020; a esos efectos para recibir el juramento constitucional de las personas nombradas como integrantes titulares y suplentes de la referida Junta, se señaló el 27 de enero de 2020. 
1. Posteriormente, mediante sesión N° 4-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo VII, se acogió la solicitud planteada por el máster Montero Zúñiga, por lo que se dispuso a revocar el punto 2) del acuerdo tomado por esa Corte en la sesión N° 45-19 del 28 de octubre del 2019, artículo VI, referente a la fecha rige de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Con motivo de lo resuelto en el punto anterior, se tuvo formalmente constituida la citada Junta Administradora a partir del 27 de enero de 2020. 
[bookmark: marca8]En razón que la Corte Plena mediante sesión N° 4-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo VII, en lo que interesa revocó el punto 2) del acuerdo tomado por la misma en la sesión N° 45-19 del 28 de octubre del 2019, artículo VI, referente a la fecha rige de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y con motivo de lo resuelto en el punto anterior, se tuvo por formalmente constituida la citada Junta Administradora a partir del 27 de enero de 2020, asimismo con vista en el informe de la Dirección de Gestión Humana N° PJ-DGH-SAS-0001-2020 del 9 de enero de 2020, se acordó: 1.) Reconocer para efectos de anualidades únicamente, a la servidora Marcia Francela Vega Mora, Auxiliar de Servicios Generales 2, 20 años, 4 meses y 16 días, laborados para el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal IFAM, a partir del 28 de setiembre de 2018. 2.) Dado que este Consejo no es competente para hacer el reconocimiento para efectos jubilatorios, se traslada la gestión supra a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para el trámite pertinente. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante. doctora Marianela Sánchez Blanco, Médico de Empresa de la Unidad de Salud del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
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Se acuerdo, por unanimidad: 1.) Tener por recibido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 100-2021 celebrada el 23 de noviembre del 2021, artículo XLII, en donde se conoció el informe N° PJ-DGH-SAS-4764-2021 del 8 de octubre 2021 emitido por la Dirección de Gestión Humana, referente al reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades, tramitado por la doctora Marianela Sánchez Blanco, Médico de Empresa de la Unidad de Salud del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la doctora Sánchez Blanco, Médico de Empresa de la Unidad de Salud del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, para que manifieste su interés, en que realice el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación, lo anterior en el entendido que, de ser afirmativo, deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los cálculos correspondientes.
[bookmark: _Toc92455925]ARTÍCULO IV 
Documento N° 9-2022
La máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y Jefa del Subproceso de Administración Salarial, en oficio N° PJ-DGH-SAS-5324-2021 de 22 de noviembre de 2021, indicaron lo siguiente:
“En atención a lo acordado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 33-2020 celebrada el 12 de octubre del 2020, articulo XIII, comunicado a la Dirección de Gestión Humana mediante oficio N° 785-2020, misma en la que se acuerda: 

“1.) Tener por conocida la gestión del servidor judicial Mauricio Ramírez Castro, Investigador del Departamento de Investigaciones Criminales. 2.) Acoger parcialmente la solicitud del gestionante en cuanto a aprobar el cese de la deducción que se realiza como obligación por el reconocimiento de tiempo servido. 3.) Comunicar al señor Ramírez Castro que dicho trámite no genera rebajos por las costas administrativas, sin embargo, no es posible reintegrar los montos que hasta la fecha se han cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones ya que forman parte del tiempo reconocido e ingresó a las arcas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, el tiempo servido que se encuentre cancelado será reconocido para efectos de jubilación.”

Al respecto, se presenta la información correspondiente:

1. Inicialmente resulta necesario traer a colación el antecedente del reconocimiento que fue aprobado por el Consejo Superior en el año 2018: 
 
	Reconocimiento inicial

	Número de estudio
	Tiempo total reconocido para efectos de anualidades y jubilación
	Acta del Consejo Superior en la que se aprobó el reconocimiento

	2018107
	[bookmark: _Hlk86822448]16 años, 9 meses y 14 días
	Sesión Nº 092 - 2019 del 22 de octubre del 2019, articulo LXVII

	
	
	
	



1. Tal y como se puede observar, el Consejo Superior aprobó reconocer para efectos de anuales y jubilación al servidor Ramirez Castro 16 años, 9 meses y 14 días laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, tiempo por el cual debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder judicial un monto total de ₡ 71,335,257.39.

1. Ahora bien, al momento del cese comunicado mediante oficio N° 785-2020, de conformidad con lo indicado por los compañeros de la Unidad de Tesorería – Proceso Financiero de la JUNAFO, el servidor había reintegrado un monto de ₡765,540.40.

1. [bookmark: _Hlk77237715]En concordancia con lo anterior, se procedió a calcular lo proporcional al monto reintegrado, y del análisis se desprende que quedará reconocido para efectos de jubilación un tiempo de 5 meses y 5 días, por los cuales el señor Ramirez Castro debe reintegrar un monto de ₡ 767,693.69, es decir, aún la Unidad de Tesorería del Proceso Financiero de la JUNAFO debe gestionar la recuperación ₡ 2,153.29, siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor y el monto total de la nueva deuda por el citado reconocimiento.

1. Finalmente se señala que se procede a realizar el ajuste del estudio 2018107 en los términos del presente informe.”
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[bookmark: _Toc22235630]En la sesión N° 92-19 celebrada el 22 de octubre de 2019, artículo LXVII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva señala:
“(…)

Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente este Consejo para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI; por mayoría, se acordó: 1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación al servidor Mauricio Gerardo Ramirez Castro, Investigador de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, 16 años, 9 meses y 14 días, laborados para la Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 26 de marzo de 2018, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢71.335.257,39 (setenta y un millones trescientos treinta y cinco mil doscientos cincuenta y siete colones con treinta y nueve céntimos), que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas IBAN números CC-CR77015201001017496172 ó CC-CR45015201229000003291 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Se le previene al servidor Ramirez Castro, que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XX, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.

El integrante Carlos Montero Zúñiga votó por no conocer los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.

La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
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Luego, en la sesión N° 33-2020 celebrada el 12 de octubre del 2020, artículo XIII, se tuvo por conocida la gestión del servidor judicial Mauricio Ramírez Castro, Investigador del Departamento de Investigaciones Criminales. Asimismo, se acogió parcialmente la solicitud del gestionante en cuanto a aprobar el cese de la deducción que se realiza como obligación por el reconocimiento de tiempo servido. Se comunicó al señor Ramírez Castro que dicho trámite no genera rebajos por las costas administrativas, sin embargo, no es posible reintegrar los montos que hasta la fecha se han cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones ya que forman parte del tiempo reconocido e ingresó a las arcas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, el tiempo servido que se encuentre cancelado será reconocido para efectos de jubilación.
Por unanimidad, se acordó: Acoger en todos sus extremos el oficio N° PJ-DGH-SAS-5324-2021 de 22 de noviembre de 2021, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y Jefa del Subproceso de Administración Salarial, en consecuencia: a.) Tomar nota que según lo informado por Unidad de Tesorería – Proceso Financiero de la JUNAFO, el servidor Mauricio Ramírez Castro, Investigador del Departamento de Investigaciones Criminales, había reintegrado un monto de ₡765,540.40. b.) Conforme al cálculo proporcional al monto reintegrado, y del análisis se desprende que quedará reconocido para efectos de jubilación un tiempo de 5 meses y 5 días, por los cuales el señor Ramirez Castro debe reintegrar un monto de ₡ 767,693.69, ya que el citado servidor a la fecha ha reintegrado la suma de ₡765,540.40. c.) Deberá la Unidad de Tesorería del Proceso Financiero de la JUNAFO gestionar la recuperación ₡2,153.29, siendo esta la diferencia existente entre el monto actualmente reintegrado por el servidor Ramírez Castro y el monto total de la nueva deuda por el citado reconocimiento. d.) Tener por conocido que se realizó el ajuste del estudio 2018107 en los términos del presente informe.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la JUNAFO, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc92455928]ARTÍCULO V
Documento N° 1483-2021
El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en oficio N° DJ- 2924 -2021 de 13 de diciembre de 2021, remitió lo siguiente:
[bookmark: _Hlk71877176]“Esta unidad asesora se permite solicitar hacer de conocimiento de su estimable persona, la aprobación y publicación de la Ley N°10069 denominada: “Ley sobre la letra de cambio y pagaré electrónicos.”

Para efectos de conocimiento del órgano administrativo, se adjunta la ley, la cual tiene por objeto regular la desmaterialización y electronificación de la letra de cambio y pagaré, así como su anotación en cuenta en los Registros Centralizados definidos en esta ley. 



(…)”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por conocido el oficio N° DJ- 2924 -2021 de 13 de diciembre de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en que remitió la “Ley sobre la letra de cambio y pagaré electrónicos”. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO, para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc92455931]ARTÍCULO VI
Documento N° 892-2021 / 13-2022
La señora Fabiola Artavia Mata, mediante nota del 3 de enero de 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:
“Señores

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial Presente

En este acto presentamos apelación de la resolución Nº 143-2021, en razón de que la misma resolvió sobre un tema que no fue el solicitado.

La solicitud presentada para el pago de la pensión por muerte se realizó en base al beneficio estipulado en el Artículo 228; Inciso C de la ley correspondiente y no lo Basamos en la Unión de Hecho, como equivocadamente resolvió esta junta.

El beneficio que se solicitó indica que meramente Es Ayuda voluntaria. Y las mismas no dejaron de Faltar por parte del señor Artavia y a favor de la señora Mata Acuña, ya que el Señor Artavia colaboraba con Pagos de Servicios Públicos y Mantención del Hogar. De lo Anterior se aportaron al mismo expediente testigos, recibos y depósitos bancarios donde se indicaba claramente en el detalle que se trataba de esta ayuda voluntaria.

Además, como se Evidencia en el acta de Divorcio indica el Señor Artavia que aunque los mismos estuvieran separados nunca dejaría desamparada a la Señora Mata Acuña dejando claro la solidaridad que el Sr consideraba para con la Señora Mata de manera incondicional.

Adicionalmente se realizó la solicitud respectiva al centro de salud correspondiente de la epicrisis de la Señora Mata Acuña, según la salud que se ha visto afectada no solo físicamente si no emocionalmente debido a las necesidades en la que ha incurrido.

Por tanto, apelamos la resolución que se indicó arriba y solicitamos nuevamente la revisión del caso de la Sra. Mata Acuña con el fin de que se resuelva conforme a lo dispuesto por el INCISO C) del artículo 228 de la ley correspondiente.”

Documentación adjunta:

(Documentos con datos personales)
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Se acuerdo, por unanimidad: 1) Tener por recibidos los documentos presentados por la señora Fabiola Artavia Mata. 2) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar el presente asunto al asesor jurídico de la Dirección de la JUNAFO, para recopilación histórica y estudio del acuerdo impugnado. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante.
La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc92455933]ARTÍCULO VII
Documento Nº 935-2021 / 1491-2021
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Operaciones, mediante oficio N° 366-PO-2021 del 9 de diciembre de 2021, comunicaron:
“Para su estimable conocimiento y lo que a bien estime resolver, en lo relacionado con el beneficio del jubilado judicial Ronald Jesús Salazar Murillo, cédula número (Valor 1), en forma atenta se indica:

1. Que el 28 de octubre de 2021 esta oficina recibió vía correo electrónico la notificación respectiva del SIGA-GH (Sistema de la Dirección de Gestión Humana), correspondiente al nombramiento a favor del jubilado judicial como Magistrado en la Sala Constitucional, por el período del 27 al 29 de octubre de 2021. 

1. Que a la fecha de recepción de dicha notificación en esta Dirección, no fue posible suspender el beneficio de jubilación por lo que, se canceló al señor Salazar Murillo, el monto completo del beneficio de jubilación de la II quincena de octubre de 2021.

1. Que mediante el oficio N° 306-PO-2021 de fecha 03 de noviembre de 2021 se notificó al jubilado judicial vía correo electrónico, la cuenta por cobrar por la suma girada de más por los días 27, 28 y 29 de octubre de 2021, por un monto total de ¢265.782,34 (se anexan diligencias).

1. Que el 1° de diciembre de 2021 el señor Salazar Murillo remitió a esta oficina vía correo electrónico, el comprobante del depósito pertinente al pago de la cuenta por cobrar, información que fue confirmada por el funcionario Cristian Gómez Solís de la Unidad de Tesorería del Proceso Financiero de la Dirección de la JUNAFO, vía correo electrónico el día 02 de diciembre de 2021, mediante el cual señala que se refleja el depósito N° 16141355 de fecha 1° de diciembre de 2021 por la suma de ¢265.782,34 en la cuenta número 229-0000032-9 que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el Banco de Costa Rica, monto que corresponde al beneficio de jubilación girado de más en la segunda quincena de octubre de 2021.

1. Que adicionalmente el 09 de diciembre de 2021 el jubilado judicial notificó vía correo electrónico el depósito por ¢44.297,05, correspondiente a la proporción del aguinaldo 2020-2021 cancelado de más en el mismo período de la cuenta por cobrar, el cual le correspondía pagar debido a que la suma girada de más fue depositada posterior a la fecha de la generación de la planilla del aguinaldo 2020-2021 y no fue posible efectuar el ajuste pertinente en el SIGA-FJP antes de generar dicha planilla. El mismo día el funcionario Cristian Gómez Solís de la Unidad de Tesorería del Proceso Financiero de la Dirección de la JUNAFO vía correo electrónico señala que, se refleja el depósito N° 7375625 de fecha 09 de diciembre de 2021 por la suma de ¢44.297,05 en la cuenta número 229-0000032-9 que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el Banco de Costa Rica (BCR) correspondiente a la proporción del aguinaldo 2020-2021 girado de más al señor Salazar Murillo.

Es importante mencionar que, en razón que se efectuó la recuperación de la suma girada en demasía al jubilado judicial hasta en el mes de diciembre de 2021, los montos de Cuota Obrera C.C.S.S. (5%) y Cuota Patronal C.C.S.S. (8,75%), e Impuesto sobre la Renta producto de la cuenta por cobrar por los días 27, 28 y 29 de octubre de 2021, deberán ser recuperados ante dichas entidades de acuerdo con los procedimientos establecidos a lo interno de esta Dirección.

…”
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En sesión del Consejo Superior N° 22-2018 celebrada el 20 de marzo de 20218, artículo XXX, se aprobó la jubilación del licenciado Ronald Jesús Salazar Murillo, Juez del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José.
Luego, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 30-2021 celebrada el 19 de julio de 2021, artículo XII, tuvo por recibido el informe N° 138-PO-2021 del 13 de julio de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Además, se le solicitó a la citada Dirección que conforme a los procedimientos establecidos iniciara el trámite de recuperación de los montos de Cuota Obrera C.C.S.S. (5%) y Cuota Patronal C.C.S.S. (8,75%), e Impuesto sobre la Renta producto de la cuenta por cobrar por los días 25 y 26 de febrero de 2021 y los días 19, 20, 29 y 30 de abril de 2021.
[bookmark: _Toc86301673]Finalmente, en sesión N° 44-2021 celebrada el 01 de noviembre de 2021, artículo V, se tuvo por rendido el informe suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas, por su orden Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, JUNAFO, y Jefe de Proceso de Operaciones, mediante oficio N° 297-PO-2021 del 20 de octubre de 2021, mediante el cual comunicaron que el jubilado judicial Ronald Jesús Salazar Murillo, remitió comprobante del depósito N° 5561782 por la suma de ¢88.594,12 que corresponde al beneficio de jubilación girado de más en la segunda quincena de septiembre de 2021, por su nombramiento como magistrado suplente. Además, se tomó nota que los montos de la Cuota Obrera C.C.S.S. (5%) y Cuota Patronal C.C.S.S. (8,75%), e Impuesto sobre la Renta producto de la cuenta por cobrar por el día 29 de septiembre de 2021, serían recuperados ante dichas entidades de acuerdo con los procedimientos establecidos a lo interno de esa Dirección. 
Se acordó: 1.) Tener por recibido lo informado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Operaciones, sobre la recuperación de la suma girada en demasía al jubilado judicial Ronald Jesús Salazar Murillo hasta en el mes de diciembre de 2021. 2.) Tomar nota que los montos de la Cuota Obrera C.C.S.S. (5%) y Cuota Patronal C.C.S.S. (8,75%), e Impuesto sobre la Renta producto de la cuenta por cobrar por los días 27, 28 y 29 de octubre de 2021, serán recuperados ante dichas entidades de acuerdo con los procedimientos establecidos a lo interno de esa Dirección. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana, para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc92455936]ARTÍCULO VIII
Documento N° 10-2022
En sesión Nº 53-18 celebrada el 12 de junio de 2018, artículo XLV, reconocieron para efectos de anualidades y jubilación a la servidora Karla Muñoz Alfaro, Investigadora del Organismo de Investigación Judicial, 8 años y 10 meses y 13 días, laborados para el Instituto Costarricense de Electricidad, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de suma de ¢ 16.240.079,27 (dieciséis millones doscientos cuarenta mil setenta y nueve colones con veintisiete céntimos), a partir del 12 de setiembre de 2016, que se le deducirían de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.
La servidora Karla Muñoz Alfaro, Investigadora de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, mediante correo electrónico del 30 de diciembre de 2021, solicitó siguiente:
“Por éste medio hago de su conocimiento mi deseo de se cancele de manera inmediata el rebajo del 10% que se realiza sobre mi salario bruto mensual por concepto de jubilación, mismo que se ejecuta en relación al informe N° 2016186, del acuerdo tomado en sesión 053-2018, celebrada el 12 de junio de 2018, en el artículo XLV.

Lo anterior dado que analizada mi situación personal con respecto a la nueva reforma y el tiempo proyectado en alcanzar mi jubilación en el Poder Judicial, no representa para mi persona ningún beneficio continuar con ésta deducción a mi salario, considerando que se me reconocen 8 años, 10 meses y 13 días, aunado que durante el proceso de solicitud de reconocimiento de tiempo servido no se me indicó que podía optar únicamente por el reconocimiento de los anuales como el Estado como patrón único y declinar el rebajo salarial por motivo de jubilación.

Es por lo anterior que reitero mi solicitud de que se deje sin efecto el rebajo salarial del 10% por concepto de jubilación, se mantenga únicamente el reconocimiento de anualidades y se reintegre los montos pagados sin pertinencia.

Agradezco de antemano la atención a la presente y atenta a sus comentarios,

…”

- 0 -
Se acuerdo, por unanimidad: 1.) Tener por recibida la gestión de la servidora Karla Muñoz Alfaro, Investigadora de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, mediante nota remitida por correo electrónico el 30 de diciembre de 2021. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene la servidora Muñoz Alfaro, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir de febrero 2022. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por la servidora Muñoz Alfaro para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc92455939]ARTÍCULO IX 
Documento N° 1496-2021
La licenciada Ana Virginia Ramírez Araya, Secretaria General ad hoc del Banco Central de Costa Rica, mediante oficio N° JD-6039/10 del 15 de diciembre de 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:
“La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 10, del acta de la sesión 6039-2021, celebrada el 15 de diciembre del 2021,

considerando que:

A.	De conformidad con el artículo 2 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, el principal objetivo de esta entidad es mantener la estabilidad de precios; es decir, procurar una inflación baja y estable.

B.	Ese artículo, además, dispone que uno de los objetivos subsidiarios del Banco Central es “promover el ordenado desarrollo de la economía costarricense, a fin de lograr la ocupación plena de los recursos productivos de la Nación, procurando evitar o moderar las tendencias inflacionistas o deflacionistas que puedan surgir en el mercado monetario y crediticio”. 

Por lo tanto, en cumplimiento de este objetivo subsidiario, el Banco Central puede mantener una política monetaria contracíclica (es decir, que propenda a atenuar el ciclo económico), en la medida en que ello no comprometa el logro de su objetivo principal.

C.	El Banco Central ejecuta su política monetaria sobre la base de un esquema de metas de inflación. Bajo este régimen, las decisiones de política monetaria y, en particular los ajustes en la Tasa de Política Monetaria se fundamentan en un análisis del entorno macroeconómico actual y, sobre todo, de la evolución prevista para la inflación y sus determinantes y de los riesgos alrededor de esas proyecciones. Es decir, el Banco Central conduce su política monetaria de forma prospectiva. 

D.	La recuperación económica global y de nuestros principales socios comerciales continúa. Por otra parte, el elevado precio de las materias primas en los mercados internacionales, los problemas en las cadenas de suministro y los cuellos de botella en los servicios de transporte han llevado a un marcado aumento de la inflación mundial en meses recientes. Se reconoce además que el repunte de la inflación podría ser más fuerte y duradero de lo que habían previsto algunos organismos internacionales y autoridades monetarias de economías avanzadas.

En este contexto, los bancos centrales de algunas de esas economías han anunciado el retiro gradual de sus programas de compra de activos, mientras que los bancos centrales de varias economías emergentes han incrementado sus tasas de interés de referencia, ante la escalada de la inflación y de las expectativas de inflación por encima de sus metas. 

E.	En línea con la evolución de la economía internacional, el proceso de recuperación de la actividad económica costarricense continúa firme. El Índice Mensual de Actividad Económica, en su serie tendencia ciclo, registra desde junio último un nivel superior al de febrero del 2020 (prepandemia), y la tasa de variación trimestral anualizada de su serie desestacionalizada fue 6,4% en octubre. 

F.	Como consecuencia del fuerte ritmo de crecimiento económico observado en el segundo semestre del año, el Banco Central estima que la brecha de producto (es decir, la diferencia entre el nivel de producción y su potencial) se está cerrando en la economía costarricense. En otras palabras, la capacidad ociosa ha disminuido y está cerca de eliminarse.

G.	La inflación general, medida por la variación de Índice de Precios al Consumidor (IPC), ha venido aumentando y alcanzó en noviembre último una variación interanual de 3,35%. Por su parte, el promedio de indicadores de inflación subyacente registró una tasa interanual de 2,3% en noviembre (1,9% el mes previo). La inflación subyacente busca eliminar o reducir el impacto de algunos componentes volátiles y estacionales, como los precios de los combustibles y de algunos productos agrícolas y, sobre los cuales la política monetaria carece de efectividad. En línea con esa tasa moderada de inflación subyacente, el componente no regulado del IPC registró una tasa de variación interanual de 2,5% en noviembre. 

H.	En el caso de Costa Rica, las presiones al alza en la inflación provienen, en buena medida, de efectos base (por la baja inflación al inicio de la pandemia) y de fuerzas externas. Es decir, la aceleración reciente en la inflación no responde principalmente a factores monetarios.

I.	Los modelos de pronóstico del Banco Central sitúan la proyección central de la inflación general por encima de la meta de inflación de 3,0% al término del 2021 y en el primer semestre del 2022, aunque dentro del rango de tolerancia de ±1 puntos porcentuales alrededor de esa meta. Los modelos indican que la inflación se moderaría y se mantendría por debajo de la meta en la segunda mitad del 2022. Por su parte, la inflación subyacente se mantendría debajo o alrededor de la meta. 

J.	Los riesgos alrededor de estas proyecciones se inclinan al alza. Entre los factores de riesgo se encuentran los siguientes: 

i.	El Índice de precios al productor de la manufactura presentó en noviembre, por cuarto mes consecutivo, una variación interanual de dos dígitos (13,8%). Estas presiones podrían trasladarse a la inflación al consumidor en los próximos meses en mayor medida a lo previsto por los modelos de pronóstico.

ii.	El salario promedio, medido por la Encuesta Continua de Empleo y las estadísticas de cotizantes de la Caja Costarricense del Seguro Social, muestra un incremento con respecto a lo observado en febrero del 2020. El dinamismo de la producción podría acelerar las presiones salariales. 

iii.	Aun cuando las expectativas de inflación de mercado se mantienen bajas, la encuesta dirigida a analistas financieros, consultores en economía y empresarios sugiere valores cercanos al límite superior del rango de tolerancia definido para la inflación. 

iv.	El Banco Central es consciente de que una inflación importada creciente, la aceleración en los precios locales al consumidor y al productor y la depreciación del colón podrían afectar las expectativas inflacionarias y ubicarlas por encima del rango de tolerancia alrededor de la meta de inflación. Ello, a su vez, podría introducir inercia en la inflación, en los salarios y en los contratos de mayor plazo (alquileres, educación, transporte, por ejemplo), y generar de esa forma efectos de segunda ronda. 

k.	Las proyecciones de inflación se ubican dentro del rango de tolerancia, pero en vista del fuerte desempeño de la economía nacional, del cierre previsto de la brecha de producto y de los riesgos al alza en la inflación, es oportuno iniciar un proceso gradual de aumento en la Tasa de Política Monetaria para acercarla ordenadamente a una postura neutral. 

dispuso por unanimidad y en firme: 

1.	Aumentar el nivel de la Tasa de Política Monetaria en 50 puntos base, para ubicarla en 1,25% anual. Con este ajuste, la postura de política monetaria del Banco Central continúa expansiva, pero se acerca a la posición de neutralidad. 

2.	Fijar la tasa de interés bruta de los depósitos a un día plazo (DON) en 0,41% anual.

3.	Con base en la información actual, mantener una senda de aumentos graduales en la Tasa de Política Monetaria y, de ser necesario, según la evolución de los determinantes de la inflación futura (entre ellos la brecha del producto, las expectativas de inflación y posibles efectos inflacionarios de segunda ronda), intensificar el ritmo de aumentos con el fin de mantener la inflación dentro del rango de tolerancia (3% ± 1 punto porcentual). 

…”

- 0 -
Se acordó: 1) Tomar nota del oficio JD-6039/10 del 15 de diciembre de 2021,suscrito por la licenciada Ana Virginia Ramírez Araya, Secretaria General ad hoc del Banco Central de Costa Rica, mediante el cual remitió el acuerdo tomado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 10, del acta de la sesión 6039-2021, celebrada el 15 de diciembre del 2021, en relación a la Tasa de Política Monetaria. 2) Trasladar el presente asunto a conocimiento del Comité de Riesgo, Comité de Inversión y Comité de Auditoria, así como a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc92455941]ARTÍCULO X 
Documento Nº 1494-2021
La master Kattia Morales Navarro, el licenciado Orlando Castrillo Vargas, en su orden Directora y Subdirector de Tecnología de Información y Comunicaciones, mediante oficio N° 2546-DTIC-2021 del 15 de diciembre de 2021, comunicaron:
“En atención a lo aprobado por el Consejo Superior en sesión N° 32-2021 celebrada el 22 de abril de 2021, que literalmente dice: 

“Se acordó: Acoger en todos sus extremos la iniciativa de la Dirección de Tecnología de Información, mediante oficio N° 652-DTI-2021 del 19 de abril de 2021, en consecuencia autorizar a la citada Dirección, para que realice lo siguiente: 1) Efectúe los ajustes en el Plan Anual Operativo, adecuando el Plan a las nuevas necesidades de la institución y a la asignación real de recursos, los cuales deberán ser comunicados a la Dirección de Planificación y se deberá actualizar en el sistema del PEI y PAO. 2.) Haga la inclusión de las nuevas metas operativas y estratégicas relacionadas con la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo cual deberá coordinar con la Dirección de Planificación. 3.) Realice los ajustes en los cronogramas de los proyectos que se verán impactados con la propuesta realizada. 4.) Coordine con la Auditoría Judicial nuevos plazos para la atención de recomendaciones a cargo del subproceso de Sistemas Administrativos, a fin de priorizarlas conforme a las necesidades institucionales y el nivel de afectación, acordando nuevos plazos de ejecución en aquellas que así sea posible.” 

En atención a lo anterior por medio del presente se les rinde un informe de lo que se ha atendido desde abril 2021 a la fecha, tanto en la modificación y ajuste a los sistemas de información lo que será descrito por cada sistema a saber: Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Sistema Contable y Sistema de Carteras de Inversión, así como en los temas de Gobierno y Gestión Tecnológica.

Gobierno y Gestión de TI del Fondo

Se elaboró una propuesta de cartel para la contratación de servicios de asesoría que le permita a la Junta Administradora del Fondo cumplir con lo requerido en la norma SUGEF 14-17. Además, se trabajó en conjunto con personal de esa oficina para ajustarlo a la realidad y posibilidades específicas de la Junta.

Adicionalmente, se contribuyó en la creación del perfil tecnológico de la Junta y en la carga de la información a los sistemas de la SUPEN. Esto implica en diferentes momentos, que personal de la DTIC conjunte información variada de los sistemas, proveedores y otros elementos importantes de la gestión tecnológica y se complementa con información de la conformación de la Junta y sus procesos.

Sistema Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:

· Se ha dado prioridad a la atención de incidentes y solicitudes de consultas o boletas de cambios recibidas mediante la herramienta “Gestión Integrada de Servicios”. Durante el 2021 se han atendido a la fecha:

· 114 requerimientos.
· 35 incidentes.

· En total se han invertido 1807 horas de atención a este sistema por parte del personal de la Unidad de Sistemas Administrativos, lo que equivale a una inversión aproximada de ¢26 314 985.
· Debido a que en el Tribunal Supremo de Elecciones realizaron unos cambios para separar la forma de envío de datos privados como el sexo, fue necesario aplicar un ajuste en el sistema para que utilizara esta nueva consulta, ya que este campo es requerido para el archivo de Datos Personales, Pensionados y Movimientos de Pensionados que se carga en el sistema VES de SUPEN.
· Se atendieron las solicitudes de la auditoría externa, realizada por la firma Carvajal & Asociados, para el período 2020.
· Se recopiló la información solicitada de los tres sistemas relacionados al Fondo de Jubilaciones, según lo requerido por la Dirección de la Junta Administradora para SUPEN.
· Se aprovechó la contratación de horas de desarrollo que tiene la DTIC de la licitación N° 2020LA-000077-PROV, la cual fue adjudicada a la Empresa Grupo Babel S.A. y atendieron el desarrollo de 4 mejoras, lo que implicó 122,25 horas de contratación.
· Debido a que a partir de junio del 2022 se dejará de contar con soporte para el navegador Internet Explorer, se inició una investigación y aplicación de ajustes a las pantallas para que se pueda utilizar el sistema con el navegador web Edge, con el menor costo posible y sin aplicar una migración general del sistema.
· Se recopiló la información requerida para el perfil tecnológico de TI a solicitud de la SUPEN, sobre los sistemas del Fondo de Jubilaciones.
· Se actualizaron los servidores donde están publicadas las funcionalidades expuestas en internet:

· Consulta de planilla de jubilados y pensionados
· Emisión de constancias
· Carga de deducciones

Y que además cuentan con unas actualizaciones para mejorar la seguridad del sistema.

Sistema Contable:

· Se ha dado prioridad a la atención de incidentes y solicitudes de consultas o boletas de cambios recibidas mediante la herramienta “Gestión Integrada de Servicios”. Durante el 2021 se han atendido a la fecha:

· 40 requerimientos 
· 11 incidentes.

· En total se han invertido 1927 horas de atención a este sistema por parte del personal de la Unidad de Sistemas Administrativos, lo que equivale a una inversión aproximada de ¢27 941 500.
· Se atendieron las solicitudes de la auditoría externa, realizada por la firma Carvajal & Asociados, para el período 2020.
· Debido a que a partir de junio del 2022 se dejará de contar con soporte para el navegador Internet Explorer, se inició una investigación y aplicación de ajustes a las pantallas para que se pueda utilizar el sistema con navegador web Edge, con el menor costo posible y sin aplicar una migración general del sistema.
· Se recopiló la información requerida para el perfil tecnológico de TI solicitado por la SUPEN, sobre los sistemas del Fondo de Jubilaciones.
· Se inició la migración de la seguridad del sistema a SeguridadPJ.

La mayoría de las mejoras solicitadas para el Sistema Contable, corresponden a integraciones con el Sistema del Fondo de Jubilaciones y el Sistema de Inversiones, por lo que según se indicó en reunión con el señor Nelson Masís de la Dirección de la JUNAFO, es necesario que valoren dichas solicitudes porque hace falta el requerimiento contraparte en los sistemas con los que se debe integrar.

Sistema de Carteras de Inversión:

· Se ha dado prioridad a la atención de incidentes y solicitudes de consultas o boletas de cambios recibidas mediante la herramienta “Gestión Integrada de Servicios”. Durante el 2021 se han atendido a la fecha:

· 42 requerimientos 
· 28 incidentes.

· En total se han invertido 939 horas de atención a este sistema por parte del personal de la Unidad de Sistemas Administrativos, lo que equivale a una inversión aproximada de ¢13 674 049.

1. El día 28 de junio se instaló en producción las mejoras solicitadas por SUPEN relacionadas con el Manejo de Liquidez, a continuación, se detallan dichos ajustes: 

· Ajustes a asientos de ventas, primas e intereses de Bonos de Manejo de Liquidez. 
· Inclusión de nuevos catálogos en pantallas. 
· Ventas de bonos (Ajustes en pantallas). 
· Ventas de Bonos (Reformulación de los asientos contables) 
· Desarrollo de archivo de manejo de liquidez Supen. 
· Desarrollo de archivo de movimientos de liquidez Supen. 
· Ventas Fondos (Reformulación de asientos contables) 
· Desarrollo de pantalla de registro de saldos de cuenta bancaria. 
· Desarrollo de reporte de registro de saldos de cuenta bancaria. 
· Mejoras y reformulación de asientos de ventas parciales. 

Con estos ajustes se realizó la carga de archivos a SUPEN a principios del mes de julio la cual fue completamente satisfactoria. 

1. El jueves 30 de setiembre se instaló en producción las mejoras referentes a Mercados Internacionales:

· Ajustes a nivel de integración contables para Mercados Internacionales. 
· Ajustes a nivel de archivos Supen para Mercados Internacionales. 
· Ajustes a nivel de archivos Supen para Manejo de Liquidez (efecto Mercados Internacionales). 
· Inclusión de nuevos países para Mercados Internacionales (no existe pantalla para eso). 
· Ajustes a todas las pantallas donde se manejen montos con nueva máscara de monedas.

1. Se encuentra en desarrollo las mejoras relacionadas con Límites de Inversión las cuales constan de las siguientes funcionalidades:

· Pantallas de configuración de los límites normativos.
· Proceso de cálculo.
· Reporte de límites normativos.
· Cuadros de informes.
· Ajustes a los gráficos de la pantalla inicial al sistema.
· Mejoras en la reportería de gráficos de la distribución de la cartera.

Dicho desarrollo se encuentra en un 80% de avance según el cronograma definido, por el momento está pruebas de usuario y se espera concluir para el mes de diciembre del año en curso.

1. En relación con el desarrollo de las funcionalidades sobre la Cartera de la Junta Administradora del Fondo (JUNAFO) se tiene un avance de 8%. Se estimó que para este requerimiento se requiere 16,5 días de desarrollo y pruebas de usuario, dicho ajuste consiste en adaptar las funcionalidades actuales a las necesidades de la Junta; es importante mencionar que dentro de los ajustes no se incluye la integración con el Sistema Contable debido a que está pendiente de que se defina la hoja de ruta según las prioridades definidas por parte del equipo de trabajo a cargo de este último Sistema.

1. Además, se han atendido 62 reportes de usuario como parte de la sostenibilidad. 

Resumen de solicitudes atendidas durante el 2021 por sistema

	Sistema
	Cantidad de Requerimientos
	Cantidad de incidentes
	Tiempo invertido

	Sistema de Jubilaciones y Pensiones
	114
	35
	1807 horas

	Sistema Cotable
	40
	11
	1927 horas

	Sistema de Inversiones
	42
	28
	939 horas

	TOTAL
	196
	74
	4673 horas



Según el oficio 551-DTI-2021, dirigido a don Gary Amador Badilla, Coordinador de la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se adjuntó dentro de la propuesta una etapa de transición para que el personal de la DTI capacitara al nuevo personal técnico de la Junta Administradora que asumiría la atención de los sistemas informáticos asociados y con ello que la DTI pueda ir reasignando los recursos asignados durante el 2021 a las tareas pendientes de atención pospuestas. 

Cabe señalar, que según lo indicado por Oslean Mora Valdez, director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0082-DJA-2021 con fecha del 25 de noviembre del 2021 en el que se indica: “Resulta de vital importancia indicar que en la tramitación de las plazas nuevas requeridas que serán canceladas con recursos de JUNAFO, se incluyeron tres plazas especificas relacionadas con profesionales en informática…”. Al respecto es importante indicar que la recomendación de la DTI en la propuesta enviada mediante oficio 551-DTI-2021, era la creación de 6 plazas de profesionales en informática para asumir todas las tareas, dado que en el 2022 la DTI no tiene la capacidad para continuar asignando los recursos que se han asignado durante el 2021.

Dada la escasez de recursos la DTI brindaría apoyo en la preparación y traslado de conocimiento necesario para la transición de las tareas al nuevo personal de la TI en la Junta. Se estima iniciar esta etapa de transición durante el primer trimestre del 2022 con la finalidad de que los informáticos de la Junta asuman los pendientes pospuestos por el Subproceso de Sistemas Administrativos durante el 2021, los cuales fueron señalados mediante oficio 652-DTI-2021 del 19 de abril de 2021 y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 32-2021 celebrada el 22 de abril de 2021“ARTÍCULO LXV. Los tiempos propuestos en dicho oficio también deberán ajustarse conforme la disponibilidad de recurso humano. 

En igual sentido, los informáticos contratados por la Junta tendrán que hacer frente a la contratación para el establecimiento de su marco de Gobierno y Gestión Tecnológica, contando con la asesoría de personal de esta Dirección, no obstante, al otorgarse únicamente el 50% de los recursos solicitados deberá revisarse el alcance o el tiempo de la contratación. Esta Dirección, a través del Subproceso de Normas y Estándares, seguirá apoyando a la Junta brindando la asesoría necesaria, sin embargo, no podrá asumir las labores operativas que implica el desarrollo e implementación de su Marco de Gobierno y Gestión Tecnológica. 

Anexo #1 Atención de solicitudes del Sistema Fondo Jubilaciones durante el 2021

	Detalle
	GIS
	Estado

	Creación de un parámetro que permita definir el % tope a las deducciones. Requerido para cumplir con voto de Sala Constitucional (pasar de 55% de 50%)
	RF-1098211-3-159956
	Solucionado
Instalado en producción el 06-07-2021

	En jubilaciones, que en la pantalla Ley a aplicar se tenga una opción que le permita escoger a la persona que confecciona el cálculo de la jubilación, si el mismo se corresponde con la Ley 7333 o con la Ley 9544, ya que actualmente solamente se visualiza la ley 7333
	RF-1077607-3-151137
	Listo el desarrollo 
Se encuentra en pruebas por parte del usuario 
Se compone de 8 HU

	En el cálculo de pensiones, que en la pantalla porcentajes para el cálculo del beneficio, en la parte donde dice porcentaje de beneficio el sistema indique 80% ya que actualmente el sistema indica 100% y 66,66%, que eran los parámetros de la Ley 7333, sin embargo, con la entrada en vigencia de la ley 9544 a partir del 22 de mayo del 2018 estos parámetros variaron y todas las pensiones se calculan utilizando como parámetro el 80%.
	RF-1101286-3-161345
	No aplica

Según las pruebas, se puede crear el porcentaje correspondiente para la nueva ley desde pantalla, solo hay que esperar que se instale en producción la mejora RF-1077607-3-151137 

	GIS #118163, boleta N° 202-TE-2021 solicitado por Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones de FICO el 17-02-2021: Se requiere que, se programe el SIGA-FJP de tal manera que, en el caso de las personas jubiladas-pensionadas, el cálculo de los estratos de la contribución solidaria se realice considerando la sumatoria de ambos beneficios. Tal y como se aplica la deducción de impuesto sobre la renta para dichas personas beneficiarias a la fecha.
	GIS #118163
	Listo el desarrollo
Se encuentra en pruebas por parte del usuario

	GIS #139240, solicitado por la Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones de FICO el 19-04-2021: Se requiere que, en el caso de personas a las que se incluye en una quincena adicionales por
reactivación y en la misma quincena se cancelan adicionales por costo de vida, el sistema
considere el monto actual del maestro (monto que incluye el reajuste por costo de vida del
semestre) para cancelar los adicionales por reactivación y no cancele por aparte adicionales por
costo de vida.
	GIS #139240
	Listo el desarrollo
Se encuentra en pruebas por parte del usuario

	GIS #139203, solicitado por la Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones de FICO el 19-04-2021: Se requiere que, al cancelar adicionales por costo de vida a una persona que tuvo una exclusión
por suspensión en el período que comprende el pago del reajuste de costo de vida, el sistema
considere como parte del pago del adicional por costo de vida la fecha del registro de la
exclusión, con el fin de cancelar el monto completo del reajuste del adicional de la quincena en la
que se contemple la fecha de exclusión.
	GIS #139203
	Listo el desarrollo. 
Se encuentra en pruebas por parte del usuario

	Que se pueda modificar la fecha de rige de las pensiones y acrecimientos, fecha del acuerdo y porcentaje en la aprobación final (campo Porcentaje de Beneficio).
	RF-1101304-3-161353
	Creadas las historias de usuario, pendiente desarrollo

	GIS #107093, solicitado por Unidad de Jubilaciones de FICO el 21-01-2021: Solicitud de mejora N° 65-TE-2021 Proceso generación de planilla aguinaldo
	GIS #107093
	Listo
Instalado en producción el 26-10-2021

	Solicitud de mejora N° 67-TE-2021 Modificación período Reporte renta anual
	RF-985721-3-107104
	Solucionado
Instalado en producción el 28-09-2021

	Oficio N° 261-PO-2021 Solicitud de mejora N° 33 Inclusión campo indicador aplicación deducciones voluntarias: 
Módulo Deducciones - Mantenimientos - Beneficiario Insolvente

Se requiere que se agregue un campo en la pantalla que permita definir si a las personas registradas en la misma, se les debe dejar de aplicar deducciones voluntarias o no.

Ejm:

Aplicar deducciones voluntarias: Si / No.
	RF-1179901-3-196675
	Listo
Instalado en producción el 26-10-2021

	Solicitud de Cambio N° 34 Validación carga de deducciones campo nuevo (SIGA-FJP).
Se requiere que, la validación de la carga de deducciones voluntarias desde el portal web en internet (carga que realizan las diferentes entidades deductora), considere el nuevo campo de la pantalla Beneficiario Insolvente solicitado en la boleta de mejora N° 261-PO-2021.
	RF-1180832-3-197088
	Listo
Instalado en producción el 26-10-2021

	Se solicita incluir en el reporte de liquidaciones para registros contables las liquidaciones que fueron rechazadas para el rango de fechas que se solicitan, según el ejemplo que se adjunta.
	RF-1193643-3-203377
	Pendiente que la Dirección JUNAFO lo valore y le defina prioridad
Caso registrado en el GIS el 25-10-2021



Anexo #2 Atención de solicitudes del Sistema Contabilidad durante el 2021

De acuerdo a la lista de prioridades remitida por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones a continuación, se han atendido:

	Detalle
	GIS
	Estado

	Se debe considerar los requerimientos para la carga de los instrumentos utilizados para el manejo de liquidez de los fondos
	NO APLICA
	NO APLICA

	Mejora: Ajustes integración asiento de ventas (ya en proceso, finalizando)
	NO APLICA
	NO APLICA

	GIS #31160 registrado por FICO el 25/06/2020 Elemento de trabajo#191009: Mejora a Reporte de Balances y analítico generado de forma acumulada antes de cierre FJPPJ. Boleta 0138-2020
	GIS #31160
	Listo el desarrollo
Pendiente pruebas del usuario

	GIS #305022 registrado el 23/12/2019 por Financiero Contable: Elemento de trabajo pendiente del producto 103833: Mejora: Procesos de Libros- Tipo de Proceso- Revaloración de Cuentas
	GIS #305022
	Listo el desarrollo
Pendiente pruebas del usuario

	GIS #8130 (Elemento 177473) registrado el 13/04/2020 por Financiero Contable: Mejora a reporte " Asocie de Movimiento bancario a los traslados de fondos por periodo y estado" FJPPJ.
	GIS #8130
	Listo el desarrollo
Pendiente pruebas del usuario



…”
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Se acordó: 1) Tener por recibido el informe remitido por la master Kattia Morales Navarro, el licenciado Orlando Castrillo Vargas, en su orden Directora y Subdirector de Tecnología de Información y Comunicaciones, mediante oficio N° 2546-DTIC-2021 del 15 de diciembre de 2021. 2) Hacer de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y del Comité de Auditoria. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc92455945]ARTÍCULO XI
Documento N° 1490-2021
[bookmark: _Toc90023405]El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 106-2021 celebrada el 09 de diciembre del 2021, artículo XII, tomó el acuerdo que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk89671598]“La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 3969-DE-2021 del 8 de diciembre de2021comunicó lo siguiente:

“Sobre el crédito para la construcción de la nueva edificación de los Tribuales de Justicia de Puntarenas me permito exponer al Consejo Superior lo siguiente: 

1. La Comisión de Construcciones conoció oficio No. 2331-DE-2021 de la Dirección Ejecutiva en relación con dicho crédito, en la sesión ordinaria N° 08-2021, celebrada el 31 de agosto de 2021, artículo VIII y acordó: 

“1) Tomar nota del oficio N° 2331-DE-2021 de fecha 16 de julio de 2021 de la Dirección Ejecutiva. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior ACUERDO FIRME.” 
 
2. Dicho acuerdo se trasladó al Consejo Superior, instancia que lo conoció en la sesión Nº 88-2021 celebrada el 12 de octubre de 2021, artículo XLIII, y acordó: 
 
“Tener por conocido el acuerdo tomado por la Comisión de Construcciones de la sesión ordinaria N°08-2021, celebrada el 31 de agosto de 2021, artículo VIII, sobre la consecución del financiamiento del proyecto de Tribunales de Justicia de Puntarenas.” 
 
3. Sobre el particular, es importante resaltar que el crédito cuenta con algunas exenciones de comisiones en el corto plazo, tal y como se muestra en documentos adjunto; específicamente dispone de un periodo de gracia de 36 meses o hasta el momento que el Poder Judicial acepte el edifico, lo que suceda primero pagando solo intereses; no así en el largo plazo. Con vista en esta condición y porque se trata de un crédito en dólares, es que se solicita al Consejo Superior interponer sus buenos oficios para que, antes de que el crédito cumpla su periodo de gracia y preferiblemente para cuando se inicie la etapa operativa (recepción de la edificación en arriendo por parte del Poder Judicial ), se le solicite a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial (JUNAFO), valorar la posibilidad de que se otorgue un crédito al Fideicomiso Inmobiliario del Poder Judicial BCR, con el fin de colonizar dicho crédito a largo plazo. Esto en el entendido que la oferta que resulte será de valoración del Fiduciario para que este como buen padre de familia busque otras opciones y escoja la que resulte más favorable a los intereses del Fideicomiso. 

4. Sobre el particular es importante retrotraer que en sesión No 76-19 celebrada el 29 de agosto de 2019, artículo IX, se conoció oficio No 3788-DE2019 del 21 de agosto de 20219 mediante el cual se remitió al Consejo Superior el informe Nº DJ-C-321-2019, suscrito por el Máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, referente a la posibilidad de préstamo de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, que dice, en lo que interesa: 

“Consecuentemente, se advierte que el objeto del contrato de fideicomiso es acorde con lo dispuesto en el artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, siendo así que si el uso de dicha figura contractual ha sido avalada jurídicamente como un medio válido para cumplir los fines públicos asignados a la Institución, se estima jurídicamente procedente el financiamiento al Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015 con los recursos provenientes del FPJPJ, en el entendido de que se deberán cumplir las condiciones establecidas en la norma y señaladas expresamente en el presente criterio, así como cualquier otra regulación emitida por la Super Intendencia de Pensiones para el otorgamiento de créditos con recursos de un fondo de tal naturaleza, cautelando condiciones adecuadas de riesgo y rentabilidad conforme a las reglas de la ciencia y técnica aplicable, en el marco del respectivo reglamento que sea aprobado.” 

Sobre lo anterior, el Consejo Superior tomó el siguiente acuerdo: 

“1.) Tomar nota de la comunicación realizada por las máster Ana Eugenia Romero Jenkins y Dinorah Álvarez Acosta, en su respectivo orden; Directora Ejecutiva y Subdirectora Ejecutiva del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, mediante oficio N° 3788-DE2019, del 21 de agosto del 2019, referente a la posibilidad de préstamo de recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable y del Comité de Inversiones del Poder Judicial para lo que corresponda.” 

Para lo anterior, se solicita autorizar a la Dirección Ejecutiva para que funja como instancia de coordinación entre la JUNAFO y el Fideicomiso, en el entendido que oportunamente, cualquier negociación que se alcance tendrá que someterse a la aprobación de las instancias correspondientes.”

- 0 -

En sesión N° 71-20 celebrada el 14 de julio de 2020, artículo XV, se aprobó la variación del Plan Anual Operativo (PAO) del Fideicomiso Inmobiliario del Poder Judicial 2015 y su respectivo ajuste presupuestario, el cual se refiere en forma exclusiva al proyecto a desarrollarse para disponer de una nueva edificación que albergue los Tribunales de Justicia de Puntarenas.

Seguidamente, en sesión N° 05-2021 celebrada el 19 de enero de 2021, artículo LXVII, se aprobó en todos sus extremos el acuerdo tomado por la Comisión de Construcciones, en sesión ordinaria N° 6-2020, celebrada el 15 de diciembre de 2020, artículo V, en que se aprobó el “Informe de Diseño y Estructuración Financiera actualizado, correspondiente al proyecto de los Tribunales de Justicia de Puntarenas.”

Después, en sesión N° 22-2021 celebrada el 16 de marzo de 2021, artículo X, se tomó nota de la copia del oficio número 787-DE-2021 del 3 de marzo de 2021, suscrita por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins y la licenciada Dinorah Álvarez Acosta, por su orden, Directora y Subdirectora Ejecutivas, dirigida al Gerente Esfera-Fideicomisos de Obra Pública del Banco de Costa Rica, relacionado con la actualización del informe de diseño y estructuración financiera del edificio Puntarenas del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial.

Finalmente, en sesión N° 88-2021 celebrada el 12 de octubre del 2021, artículo XLIII, se tuvo por conocido el acuerdo tomado por la Comisión de Construcciones de la sesión ordinaria N°08-2021, celebrada el 31 de agosto de 2021, artículo VIII, sobre la consecución del financiamiento del proyecto de Tribunales de Justicia de Puntarenas.

[bookmark: _Hlk90367096]Se acordó: Acoger la gestión presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 3969-DE-2021 del 8 de diciembre de 2021, en consecuencia: Autorizar a la Dirección Ejecutiva para que funja como instancia de coordinación entre la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y el Fideicomiso, en lo relativo al crédito para la construcción de la nueva edificación de los Tribuales de Justicia de Puntarenas; en el entendido que oportunamente, cualquier negociación que se alcance tendrá que someterse a la aprobación de las instancias superiores. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.

La integrante suplente Álvarez Acosta se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.””
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Manifiesta el Presidente Arnoldo Hernández Solano, lo siguiente: Ya la Administración Superior, está tomando en consideración la posibilidad de financiamiento de construcciones de edificios del Poder Judicial, con fondos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por conocido el acuerdo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 106-2021 celebrada el 09 de diciembre del 2021, artículo XII, mediante el cual se autorizó a la Dirección Ejecutiva para que funjiera como instancia de coordinación entre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el Fideicomiso, en lo relativo al crédito para la construcción de la nueva edificación de los Tribunales de Justicia de Puntarenas; en el entendido que oportunamente, cualquier negociación que se alcanzara tendría que someterse a la aprobación de las instancias superiores. 2.) Tomar nota de las manifestaciones realizada por el licenciado Arnoldo Hernández Solano, Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sobre la consideración de la posibilidad de financiamiento de construcciones de edificios de Poder Judicial, con fondos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Riesgo, Comité de Inversiones y Comité de Auditoría, así como a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
[bookmark: _Toc92455947]ARTÍCULO XII
Documento N° 910-2021 / 4-2022l
En sesión N° 28-2021 celebrada el 05 de julio del 2021, artículo XIII, en lo conducente se agradeció la colaboración de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins y del MBA. Miguel Ovares Chavarría, por su orden Directora Ejecutiva del Poder Judicial y Jefe del Departamento Financiero Contable, así como del Lic. Freddy Chacón Arrieta, jubilado judicial e Integrante de la JUNAFO, por su interés en formar parte de la integración del Comité de Inversiones.
El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, mediante correo electrónico del 18 de diciembre de 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:
“Agradezco la oportunidad brindada de integrar el Comité de Inversiones de la JUNAFO, no obstante por temas personales debo dejar de participar de dicho cuerpo colegiado. 

Completaré las actividades finales de la última sesión, sea la revisión y firma del acta como secretario interino.

Es una renuncia irrevocable. 

Dios les brinde sabiduría y entendimiento en los grandes retos que gestionan. 

Copio a las personas integrantes para su conocimiento así como al cuerpo administrativo. Bendiciones. 

…”
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Por unanimidad, se acordó: 1) Tomar nota de la renuncia del máster Miguel Ovares Chavarría, como integrante del Comité de Inversiones de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones por los motivos indicados. 2) Agradecer al máster Ovares Chavarría, el tiempo que estuvo integrando el citado Comité.
[bookmark: _Toc92455951]ARTÍCULO XIII
Documento N° 1-2022
En sesión N° 35-2021 celebrada el 23 de agosto de 2021, artículo XXI, analizado por esta Junta el borrador del acuerdo que regulará los requisitos mínimos de calidad que deben cumplir los informes correspondientes a las valuaciones y auditorías actuariales que deben realizarse, según se establece en el Reglamento Actuarial, por unanimidad se acordó tener por conocido el oficio N° SP-805-2021 y trasladarlo al actuario Raúl Hernández González, para que se pronuncie y emita las observaciones que estime pertinentes en el término de 5 días hábiles. La Dirección de la Junta Administradora daría seguimiento para brindar respuesta a la Superintendencia de Pensiones. 
	El máster Oslean Mora Valdez, Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en correo electrónico de 3 de enero de 2022, adjuntó resolución N° SP-A-247-2021, suscrita por la máster Rocío Aguilar, Superintendente de Pensiones, que dice:
“SP-A-247-2021

Superintendencia de Pensiones, al ser las quince horas del día dieciséis de diciembre del año dos mil veintiuno.

CONSIDERANDO:

1. El párrafo segundo del artículo 33 de la ley N° 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias dispone, en lo que interesa, que la Superintendencia de Pensiones, regulará, supervisará y fiscalizará los planes, fondos y regímenes contemplados en esta ley, aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, así como las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de dicha ley.

1. De conformidad con el inciso f) del artículo 38 de la ley antes citada, corresponde al Superintendente de Pensiones adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización establecidas en la ley y la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF).

1. El Reglamento Actuarial, publicado en el Alcance 200 del diario oficial La Gaceta, del 27 de setiembre de 2016, establece los lineamientos que obligatoriamente aplican a la elaboración de las valuaciones actuariales de los regímenes de pensiones de beneficio definido regulados por la Superintendencia de Pensiones.

El artículo 11 de dicho reglamento establece el contenido mínimo que deben contener los informes actuariales que elaboren los actuarios, norma que debe ser armónicamente interpretada, además, con el párrafo segundo de su artículo 2 que indica, como fuente de integración normativa, los principios y normas internacionalmente aceptados en el campo actuarial, aplicables en Costa Rica y las facultades del Superintendente de Pensiones previstas en el artículo 36 de la ley N° 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias.

1. Los incisos a) y d) del artículo 36 de la anteriormente citada ley, señalan, como parte de las facultades de la Superintendencia de Pensiones, en materia de supervisión y resguardo de la solidez financiera de los regímenes de pensiones creados por ley o convenciones colectivas, las siguientes:

“(…)

a) Velar por el equilibrio actuarial de los regímenes administrados y dictar las resoluciones correspondientes.

(…)

d) Definir el contenido, la forma y la periodicidad de la información por suministrar a la Superintendencia sobre la situación financiera de los sistemas, las características y los costos de los servicios en materia de pensiones, todo con el fin de que exista información oportuna y confiable en cuanto a la situación de dichos sistemas. (…)”

1. El inciso o) del artículo 38 de la ley Régimen Privado de Pensiones Complementarias, No. 7523, establece, como una de las atribuciones del Superintendente de Pensiones, dictar las resoluciones necesarias y evaluar la solidez financiera de los regímenes supervisados.

1. Los informes remitidos a la SUPEN, correspondientes a las evaluaciones y auditorías actuariales que no reúnan los requisitos establecidos en el Reglamento Actuarial y la técnica actuarial, podrían dificultar, obstaculizar e, incluso, impedir la realización oportuna de las labores de supervisión que realiza este órgano y, en particular, su obligación de velar por el equilibrio actuarial de los regímenes administrados.

1. Se ha podido corroborar que algunas valuaciones y auditorías actuariales remitidas a la Superintendencia de Pensiones, según establece el Reglamento Actuarial, contienen inconsistencias u omisiones, identificadas durante la revisión que realiza el Proceso de supervisión de la SUPEN, las cuales pudieron haber sido identificadas y corregidas por parte de la entidad, de forma oportuna, de previo a su remisión a la Superintendencia.

1. El Órgano de Dirección de los fondos, y consecuentemente la Alta Gerencia, como ejecutora operativa del primero, en consonancia con las obligaciones establecidas en el Reglamento de Gobierno Corporativo, publicado en el Alcance 290d del diario oficial La Gaceta del 07 de diciembre de 2016, son corresponsables de asegurar, tanto la calidad como el cumplimiento de los requisitos que los informes correspondientes a las valuaciones y auditorías actuariales deben cumplir, según el Reglamento Actuarial. Ello con el fin de que la Superintendencia de Pensiones pueda cumplir, de forma oportuna y a cabalidad, con sus obligaciones.

1. El Fondo de Garantías y Jubilaciones de la Refinadora de Costarricense de Petróleo (RECOPE), fue abolido mediante la modificación a la Convención Colectiva suscrita entre dicha entidad y el Sindicato de Trabajadores Petroleros Químicos y Afines (SITRAPEQUIA), a partir del 1° de mayo de 2002, contando, al mes de agosto de 2021 con, únicamente, cinco pensionados y activos por un total de ₵18.333 millones.

Dado lo anterior, las valuaciones actuariales de la reserva para el pago de las pensiones en curso que se remitan a la Superintendencia por parte del Fondo de Garantías y Jubilaciones de la Refinadora de Costarricense de Petróleo (RECOPE) podrán, solamente, contener: la descripción de las reservas e inversiones, características de la población, descripción de los supuestos, balance actuarial para el escenario base y pesimista, conclusiones y recomendaciones. Las evaluaciones actuariales serán remitidas a la Superintendencia de Pensiones, cada tres años, a partir de diciembre de 2017, salvo que, de acuerdo a las evaluaciones de riesgo que llegue a realizar el supervisor, se requiera de una periodicidad menor, lo cual podrá disponer el Superintendente de Pensiones mediante oficio. 

Iguales obligaciones tendrá el Fondo de Jubilaciones de los Empleados del Banco de Costa Rica, según dispone, para ambos regímenes, el SP-A-193-2017, Disposiciones relativas al contenido y periodicidad de las evaluaciones actuariales aplicables al Fondo de Garantías y Jubilaciones de los Empleados del Banco Crédito Agrícola de Cartago, el Fondo de Jubilaciones de los Empleados del Banco de Costa Rica y el Fondo de Garantías y Jubilaciones de la Refinadora de Costarricense de Petróleo de las catorce horas del diecinueve de diciembre del dos mil diecisiete.

1. Con relación a los regímenes administrados por la Dirección Nacional de Pensiones, la obligación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de realizar evaluaciones actuariales anuales del régimen general, que anteriormente establecía el artículo 10 de la Ley 7302 de 8 de julio de 1992, fue eliminada con la reforma operada mediante el artículo 4 de la Ley 9388 de 10 de agosto de 2016, siendo sustituida por la realización de un estudio técnico anual de los regímenes especiales de pensión con cargo al presupuesto nacional.

1. El Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social, por disposición expresa de los incisos g) y h) del artículo 2 de la Ley de Protección al Trabajador, No. 7983, es supervisado por la SUPEN, no regulado.

1. A los efectos de lograr una mayor eficiencia y eficacia en la supervisión, así como de brindarle mayor seguridad jurídica a las entidades reguladas, resulta necesario establecer los requisitos mínimos de calidad que los informes correspondientes a la valuaciones y auditorías actuariales deben cumplir, como consecuencia o derivación de los requisitos establecidos en el Reglamento Actuarial.

POR TANTO:

1. Alcance

Estas disposiciones son de aplicación obligatoria para las entidades reguladas administradoras de fondos de pensiones de beneficio definido, con exclusión de la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y del Fondo de Garantías y Jubilaciones de los Empleados de Recope. Resultan de adopción y aplicación voluntaria por el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social.
 
1. Responsabilidades de la Alta Gerencia y el Órgano de Dirección.

Con fundamento en lo establecido en los artículos 3, incisos k) y o), 5, 7, 8.9, 8.10, 8.14, 15.1, 17, 29, 31.4, 31.5, 31.6, 31.9 y 36 del Reglamento de Gobierno Corporativo, la Alta Gerencia y el Órgano de Dirección de los fondos son corresponsables de asegurarse que, los informes de las valuaciones y auditorías actuariales que se remitan a la Superintendencia de Pensiones, elaborados por los profesionales responsables de estas labores, cumplan con todos los requisitos establecidos en el Reglamento Actuarial y estas disposiciones.

1. Información y estructura que deberán contener los informes de las valuaciones y auditorías actuariales

Los informes de las valuaciones y auditorías actuariales que se remitan a la Superintendencia de Pensiones por parte de las entidades reguladas deberán cumplir con lo siguiente:

1. Redacción 

Para asegurarse que el proceso de revisión y aprobación se realizó de manera eficiente y efectiva, el informe debe presentarse de forma completa, autosuficiente, comprensible y estructurado de forma lógica y clara.

1. Insumos 

La información de bases de datos (poblacionales y financiera contable), presentada en los cuadros y texto, deben resultar consistentes.

1. Supuestos 

Cada uno de los supuestos (demográficos, financieros, biométricos, entre otros) deben justificarse debidamente, ya sea mediante la normativa vigente o presentando el respectivo y adecuado análisis realizado por el actuario. Los análisis realizados no deben presentar inconsistencias o errores.

1. Balances Actuariales 

Los balances actuariales deben mostrar las siguientes partidas con la desagregación indicada, de forma que puedan comprobarse cada una de las sumas, totales, subtotales y relaciones directas entre los montos presentados:

1. Activo actuarial 

Provisión para Pensiones en Curso de Pago, Reserva en Formación, Contribuciones Futuras, Contribución Obligatoria (si aplica), Contribución Solidaria (si aplica) y otros ingresos (si aplica). 

El monto de Reserva total debe presentarse i) a valor de mercado para la valuación con beneficios devengados, ii) considerando el modelo de negocio para la valuación con grupo cerrado.

1. Pasivo actuarial 

Pensiones en Curso de Pago (separado en vejez, invalidez y muerte), Beneficios futuros de la población actual (separado en vejez, invalidez y muerte), Beneficios por Separación (si aplica), Gastos Administrativos (si aplica) y otros gastos o beneficios (si aplica).

1. Cálculos actuariales 

Masa Salarial, Prima Media Nivelada (teórica, si aplica), Prima Media considerando las contribuciones sobre las pensiones (si aplica), Déficit/Superávit Actuarial y Razón (o Ratio) de Solvencia.

Adicionalmente, los resultados de todos los escenarios deben ser consistentes entre sí, tanto a nivel general, como en cada una de las partidas.

En caso de haberse aprobado reformas (a los perfiles de requisitos y beneficios) y se tenga conocimiento de recursos o acciones judiciales admitidas que puedan modificar su aplicación y sean materiales, se deben presentar escenarios adicionales (al menos, con grupo cerrado y beneficios devengados) que muestren la situación del fondo sin las reformas aprobadas y/o el eventual resultado de aquello que se encuentre impugnado o en discusión.

1. Proyecciones demográficas y financieras

Deben mostrarse de forma que puedan comprobarse cada una de las sumas, totales, subtotales y relaciones directas entre los valores y montos presentados.

1. Conclusiones y recomendaciones

Deben ser explícitas, claras, completas y consistentes con respecto a los análisis realizados.

1. En caso de incumplimiento de las disposiciones establecidas en el Reglamento Actuarial y las concordantes normas establecidas en este acuerdo, la Superintendencia de Pensiones procederá a prevenir a la entidad, sus personeros y responsables, la subsanación de los informes, sin perjuicio de las eventuales responsabilidades administrativas y judiciales que puedan corresponder cuando considere que, de ser el caso, los informes correspondientes a las valuaciones y auditoría actuariales, contienen errores u omisiones que dificulten la oportuna supervisión de los fondos.

Los eventuales incumplimientos a las normas atribuibles a los actuarios, independientemente de lo anteriormente indicado, serán comunicadas al Colegio de Ciencias Económicas de Costa Rica, para que este establezca las sanciones que puedan caberles, de acuerdo con las normas que lo rigen.

Rige a partir de su comunicación.”
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Se acordó: 1) Tener por recibida la resolución N° SP-A-247-2021, suscrita por la máster Rocío Aguilar, Superintendente de Pensiones. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del máster Raúl Hernández González, Actuario Matemático y Comité de Riesgo, Comité de Inversiones y Comité de Auditoría, así como a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
ARTÍCULO XIV
Documento N° 57-2022
Se entre a conocer la conformación de la Comité Actuarial, se acordó: Designar a los másteres Rodrigo Arroyo Guzmán, Alexander Arguedas Vindas y a los licenciados Freddy Chacón Arrieta y Parris Quesada Madrigal, como integrantes de la Comité Actuarial. 
[bookmark: _Toc92455953]ARTÍCULO XV
Documento N° 1486-2021
	El licenciado Carlos Mora Mora, Presidente de la Junta Directiva de Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial (CAPREDE), en oficio N° CAP-GG-542-2021 de 13 de diciembre de 2021, remitió lo siguiente:
“Reciba un saludo de parte de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial (CAPREDE). Por medio de la presente, respetuosamente y siendo de interés de mi representada, solicito que se incluya en la consulta dirigida a la Super Intendencia General de Pensiones; en relación a la posibilidad a que Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial (CAPREDE), pueda acceder a los fondos de la JUNAFO dado que es una institución que cuenta con toda la estructura financiera para el manejo de operaciones crediticias. Me permito indicar las dos formas que podría constituirse esta operación: 

a) Un crédito directo de la JUNAFO a favor de Caprede, el cual, este únicamente destinado a la colocación de créditos para personas activas y jubiladas del Poder Judicial, mismos que deben contar con un fiador como garantía, para mayor seguridad de la inversión.
b) Convenio de alianza estratégica o de cooperación empresarial suscrito entre la JUNAFO y CAPREDE, de tal forma, que el acreedor de las operaciones crediticias sea directamente la JUNAFO con la población activa y jubilada del Poder Judicial, siendo beneficiario directo del rendimiento de la cartera, y Caprede un intermediario de servicios, de lo cual obtendría una comisión sobre colocación, cobro y administración de la cartera, economizando a todas luces recursos adyacentes como infraestructura y personal capacitado, el cual sería aportado por Caprede (ver dictamen PGR C-035-2008). Asimismo, hacemos de su conocimiento de la Ley de creación de CAPREDE número 2028 reformada integralmente por la Ley 6063 en su artículo 8, inciso b), se autoriza a nuestra institución a solicitar el fondeo, y por criterio de Ley Especial, la reforma introducida por la Ley 9544 no afecta, deroga ni modifica expresamente la Ley 2028 ni la Ley 6063, por lo cual la misma tiene vigencia y no suma ningún requisito formal como estar regulados por la Sugef para poder realizar operaciones de crédito con el fondo, como históricamente se ha realizado. Además, cabe agregar que las deducciones por dichas operaciones de créditos con la población judicial activa y jubilada, es mediante la utilización de código de rebajo, el cual podría ser denominarse Convenio JUNAFO -CAPREDE, a fin de que siempre se garanticen la recuperación de las cuotas de los créditos. Asimismo, al ser una institución de población cerrada y como la ha indicado en varias ocasiones la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), que no somos sujetos a la supervisión no sería impedimento para que CAPREDE pueda acceder a los fondos de la JUNAFO. 

Notificaciones: caprede@caprede.com”




- 0 -
	Se acordó: Trasladar la solicitud presentada por el licenciado Carlos Mora Mora, Presidente de la Junta Directiva de Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial (CAPREDE), en oficio N° CAP-GG-542-2021 de 13 de diciembre de 2021 a la Superintendencia de Pensiones, para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc92455956]ARTÍCULO XVI
Documento Nº 15-2022
En sesión N° 72-2019 del 16 de agosto del 2019, artículo XLIII, de conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, con vista en el informe de la Dirección de Gestión Humana, lo dispuesto en el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y los artículos 11, 12 y 13 del nuevo Reglamento de Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para Efectos del Pago de Anualidades y la Jubilación en el Poder Judicial, por mayoría, se acordó el reconocimiento para efectos de anualidades y jubilación a la servidora Mariana Zúñiga Trejos, Investigadora de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, 7 años, 3 meses y 12 días, laborados para la Caja Costarricense de Seguro Social, a partir del 11 de enero de 2018, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢14.047.663,32 (catorce millones cuarenta y siete mil seiscientos sesenta y tres colones con treinta y dos céntimos), que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total.
La servidora Mariana Zúñiga Trejos, Agente de Protección de la Unidad de Protección a Víctimas y Testigos, mediante correo electrónico del 3 de enero de 2022, comunicó:
[bookmark: _Toc16528642]“Esperando que se encuentren muy bien y que este inicio de año sea muy próspero para ustedes, a su vez aprovecho para solicitar respetuosamente y de manera expresa se deje sin efecto a partir de este momento (y de manera muy fehaciente les solicito la consideración del caso, para su no aplicación en el salario escolar 2022) el rebajo del 10% sobre mi salario bruto mensual, por concepto de jubilación, lo cual está relacionado al informe Nº 2018115, de la sesión N° 72-19 celebrada el 16 de agosto de 2019, ARTÍCULO XLIII, DOCUMENTO N° 9722-19 en el cual se cita literalmente lo indicado en el acuerdo tomado en oficio Nº PJ-DGH-SAS-4300-2019 recibido el 6 de agosto de 2019. 

Lo anterior en razón de que una vez analizada mi situación con respecto a la nueva reforma y el tiempo proyectado para alcanzar mi jubilación en el Poder Judicial, no representa para quien suscribe beneficio alguno, sino por lo contrario se traduce en un perjuicio, continuar con esta deducción a mi salario, esto tomando en cuenta que se me reconoce un total de 7 años, 3 meses y 12 días. Además, no existe ningún perjuicio para el régimen de pensiones proyectado según el estudio citado supra en razón de que se extiende la cantidad de años de servicio, se ha aumentado la edad para pensionarse y se ha disminuido el monto porcentual del salario a percibir.

A su vez es importante aclarar que al momento de realizar los trámites para reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del estado, no se me indicó que podía optar únicamente por el reconocimiento de los años laborados y declinar por el rebajo salarial por concepto de jubilación.

Por lo anteriormente expuesto, reitero mi solicitud para que se deje sin efecto el rebajo salarial del 10 % por concepto de jubilación y se mantenga únicamente el reconocimiento de anualidades.

Agradeciendo se tome en consideración la presente solicitud, quedo atenta a su respuesta y a cualquier consulta que consideren oportuna realizar.”
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Se acordó: 1.) Tener por recibida la gestión de la servidora Mariana Zúñiga Trejos, Agente de Protección de la Unidad de Protección a Víctimas y Testigos, mediante correo electrónico del 3 de enero de 2022. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene la servidora Zúñiga Trejos, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de febrero del 2022. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por la servidora Zúñiga Trejos, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 4.) Indicar a la servidora Zúñiga Trejos, que no es posible acceder a lo solicitado en cuanto a la suspensión del rebajo del 10% en el salario escolar 2022, ya que de conformidad con el artículo 46 del Reglamento General del Régimen, dicho rebajo no es aplicable al salario escolar, solamente al salario bruto.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, tomarán nota para lo que corresponda. 
[bookmark: _Toc92455958][bookmark: _Hlk92353988]ARTÍCULO XVII
Documento N° 12-2022
En sesión N° 45-2021 celebrada el 8 de noviembre de 2021, artículo VIII, previamente a resolver lo que corresponda, se solicitó criterio a la Dirección Jurídica, conforme a lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en sus artículos 228 y 229, respecto a la fecha en que se realiza la declaratoria del estado de invalidez del señor Vincenzi Antillón en el año 2017 según sentencia 539-2017 del Juzgado Primero de Familia de Primer Circuito Judicial de San José, en relación con la fecha de fallecimiento del causante, debido a que conforme lo indica el artículo 228, en el punto 1.3 indica: “1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.” (subrayado no es del original) y 229, que en lo que interesa indica: “Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos.” (subrayado no es del original). 
[bookmark: _Toc69743941][bookmark: _Toc88154818]	Luego, en la sesión N° 47-2021 celebrada el 22 de noviembre de 2021, artículo VII, se tomó nota del oficio N° DJ-AJ-2714-2021 del 11 de noviembre de 2021, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina, y se dispuso estar a la espera del criterio solicitado en sesión N° 45-2021 celebrada el 8 de noviembre del 2021, artículo VIII, respecto a la fecha que le correspondería el beneficio de la pensión del señor Luis Carlos Vincenzi Antillón. Siendo que la Secretaría General de la Corte remitió reproducción por error a la Dirección Jurídica el 18 de noviembre de 2021, respecto a la parte dispositiva del acuerdo de sesión N° 45-2021 celebrada el 8 de noviembre del 2021, artículo VIII, esta Junta queda a la espera del criterio legal considerando lo señalado en esa reproducción. 
	La señora Ligia Vincenzi Antillón, en correo electrónico de 3 de enero de 2022, remitió lo siguiente:
“(Datos confidenciales de la gestionante)
 
El peritaje socioeconómico practicado por la Corte reveló que debido a su discapacidad (nombre 1), adquirió una condición de dependencia tanto en el plano físico como en lo económico, motivo por el cual fue declarado con insania en forma permanente, designándose a mi persona como garante (curadora) según sentencia 539-2017 del 17 de junio de 2017. Es necesario agregar que, esta una de las condiciones plasmadas en el artículo N° 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual nos faculta para presentar esta gestión, efectuada el 19-4-2021, o sea hace 8 meses y 3 días (259 días).
 
Mediante nota N° 982-202125 de noviembre de 2021, firmada por la Lic. Ana Lucrecia Ruiz Rojas, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, San José, le transcribe el acuerdo tomado por dicha Junta en Sesión 47-2021 del 22-11-2021 al Msc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico:
 
“Se acordó por unanimidad: 1) Tomar nota del oficio N° DJ-AJ-2714-2021 del 11 de noviembre de 2021, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina, y estar a la espera del criterio solicitado en sesión N° 45-2021 celebrada el 8 de noviembre del 2021, artículo VIII, respecto a la fecha que le correspondería el beneficio de la pensión del señor (nombre 1). 2) Siendo que la Secretaría General de la Corte remitió reproducción por error a la Dirección Jurídica el 18 de noviembre de 2021, respecto a la parte dispositiva del acuerdo de sesión N° 45-2021 celebrada el 8 de noviembre del 2021, artículo VIII, esta Junta queda a la espera del criterio legal considerando lo señalado en esa reproducción. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de señor (nombre 1). Se declara acuerdo firme.”

Entre la correspondencia recibida de parte de ustedes y ante la urgencia que tenemos para que esta petición sea resuelta a nuestro favor, me permito hacer referencia a la nota N° DJ-AJ-2714-2021 del 11 de noviembre de 2021, firmada por la Máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina, concretamente al párrafo que indica lo siguiente: “Por otra parte se recuerda que, el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley de Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley N° 8220, corresponde en este caso a la Junta; por tanto, se recomienda que si una vez transcurridos diez días hábiles y no se le ha podido aún dar respuesta al administrado, ello en espera de este criterio o por algún otro motivo, la Junta deberá generar una indicación formal a la persona requirente, en el sentido de que a su trámite se le está dando el curso respectivo con el fin de obtener una debida motivación de la respectiva decisión. Lo anterior, a efecto de prevenir el ejercicio del derecho de acción ante órganos jurisdiccionales para el cumplimiento del artículo 27 y 41 constitucional.” (el énfasis en negrita es mío)
 
Les reitero, con sumo respeto, pero con el énfasis que la situación económica que nos agobia así lo justifica, sus buenos oficios para que nuestra solicitud sea aprobada en el menor tiempo posible.”
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	Se acordó: 1) Indicar a la señora Ligia Vincenzi Antillón, que su gestión fue conocida en sesión N° 45-2021 celebrada el 8 de noviembre de 2021, artículo VIII, en la cual se solicitó criterio a la Dirección Jurídica, misma que le fue comunicada y que se encuentra a la espera del informe solicitado. 2) Reiterar a la Dirección Jurídica, que esta Junta Administradora, se encuentra a la espera del informe solicitado en sesión N° 45-2021 celebrada el 8 de noviembre de 2021, artículo VIII.
[bookmark: _Toc92455960]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 57-2021 / 1497-2021
En sesión N° 07-2021 celebrada el 15 de febrero del 2021, artículo XXVII, literalmente se acordó:
“(…)

Se acordó, por unanimidad: 1) Tener por conocida la gestión de la señorita Astrid González Mora, pensionada judicial, mediante correo electrónico del 5 de febrero de 2021, mediante la cual demuestra los estudios que cursó en el Instituto Jiménez y que el nuevo centro de estudios se encuentra reconocido por el MEP, conforme lo señala la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que esta Junta acuerda mantener el beneficio de pensión de la estudiante González Mora. 2) Hacer este acuerdo del Macroproceso Financiero Contable.”
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Los másteres Olean Mora Valdez, Director interino, José Andres Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Operaciones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 385-PO-2021 de 16 de diciembre de 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión de la joven Astrid González Mora, número de cédula (valor 1), en forma atenta se indica:

· Que el 27 de octubre de 2021 la pensionada estudiante remitió a esta oficina vía correo electrónico las notas finales aprobadas del curso Técnico en Recursos Humanos, además del documento de matrícula en el curso Asistente de Preescolar. Dicho documento no señalaba la fecha de inicio ni que estuviera reconocido por el MEP o el INA, por lo que, se le solicitaron las aclaraciones correspondientes.

· Que el 09 de noviembre de 2021 la joven González Mora vía correo electrónico aclaró que la fecha de inicio del curso estaba programada para el mes de enero de 2022. En respuesta, se le indicó que el requisito para mantener el beneficio vigente era estudiar de forma continua, condición que no se cumpliría al iniciar el curso hasta en el mes de enero de 2022. 

· Que el mismo día y en respuesta a lo mencionado, la pensionada estudiante presentó un nuevo documento de estudios de la Corporación Académica Tecnológica de Costa Rica (CATEC) en la sede de Ciudad Neily, en el curso Técnico Profesional de Masoterapia, el cual iniciaría el 16 de noviembre de 2021, sin embargo, tampoco señalaba que estuviera reconocido por el MEP o el INA

· Que el 17 de noviembre de 2021 al reiterarle esta oficina la solicitud del documento aclaratorio pertinente, la joven González Mora remite un documento de matrícula en el Programa de Recepcionista Empresarial en la Academia Comercial San Marcos, el cual iniciaba el 25 de noviembre de 2021 según el documento presentado. En virtud que dicho documento no señalaba que el curso era reconocido por el MEP o el INA, esta Unidad le solicitó remitir nuevamente el documento con la información faltante.

· Que el 30 de noviembre de 2021 se solicitó nuevamente la entrega de los documentos completos, estableciendo como fecha límite de presentación el 07 de diciembre de 2021. El 06 de diciembre de 2021, vía telefónica la pensionada estudiante aclara la situación de sus estudios y posteriormente remite vía correo electrónico la información correspondiente, en la cual menciona que la Academia trasladó la fecha de inicio del curso para el 20 de enero de 2022, por lo que, se determina que no realizó estudios en el mes de noviembre de 2021 y no lo hará en el mes de diciembre de 2021. El documento de la Academia para lo que interesa señala:

“[…] Los títulos son reconocidos por su calidad académica y podrán participar en los concursos de reclutamiento para puestos de contratación públicos cubiertos por el régimen del Servicio Civil. Nuestro proceso de certificación por competencias es de conformidad por lo establecido por el servicio civil y el MEP. Los técnicos y cursos de San Marcos son reconocidos por el subsistema de Capacitación y Desarrollo (SUCADES) que forma parte de la Dirección General del Servicio Civil 

Fecha de inicio: jueves 20 de Enero de 2022 […]”

· Que al no ser posible registrar estudios a nombre de la pensionada estudiante para el mes de noviembre 2021 y diciembre 2021, se procedió a generar la cuenta por cobrar respectiva por el mes de noviembre de 2021 y se registró la exclusión por suspensión del beneficio a partir de la primera quincena de diciembre de 2021 (lo anterior fue comunicado a la pensionada de forma previa).

· Que adicionalmente la joven González Mora presentó la nota de solicitud de reactivación del beneficio a partir del mes de enero de 2022 (mes en el que iniciará el curso), en la cual expone la situación personal que enfrenta, con el fin de que sea considerada por la JUNAFO para el trámite correspondiente (véase documento adjunto).

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibía la joven Astrid González Mora era por la suma de (valor 2).

· Que la fecha de nacimiento de la pensionada estudiante es el 15 de junio de 1997, por lo que, cumplirá los 25 años el próximo 15 de junio de 2022.

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que se determine si procede reactivar el beneficio de pensión y a partir de qué fecha.

…”
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Se acordó: 1) Tener por recibido lo informado por los másteres Olean Mora Valdez, Director interino, y José Andres Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Operaciones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 385-PO-2021 de 16 de diciembre de 2021. 2) Reactivar el beneficio de pensión otorgado a la joven Astrid González Mora, número de cédula (valor 1), a partir del 20 de enero del 2022, lo anterior en el entendido que deberá demostrar mediante el documento idóneo el inicio de clases.
SALE EL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS.
[bookmark: _Toc92455963]ARTÍCULO XIX
Documento Nº 267-2020 / 1493-2021
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Operaciones, mediante oficio N° 352-PO-2021 del 15 de diciembre de 2021, comunicaron:
“En relación con los correos electrónicos de fechas 02 de noviembre de 2021 y 17 de noviembre de 2021, remitidos por el jubilado judicial Andrés Chacón Ureña a esta oficina, pertinentes a la aplicación de deducciones voluntarias en el beneficio de jubilación, en forma atenta se indica: 

1. Que esta Dirección ha brindado en varias ocasiones respuesta a las solicitudes efectuadas por el señor Chacón Ureña mediante oficio y de igual forma ese Órgano Superior, señalándole que no es posible dejar de aplicar deducciones voluntarias a menos que las entidades deductoras no incluyan rebajos en el archivo de carga mensual, o él acuda a la vía judicial competente que ordene a esta Dirección dejar de aplicar deducciones voluntarias a su nombre.

1. Que el jubilado judicial remitió el día 02 de noviembre de 2021 a esta oficina, copia de las solicitudes que realizó ante las diferentes entidades deductoras (COOPENAE, COOPESERVIDORES y COOPEMEP), por lo que, se tomó nota de la información para conocimiento.

1. Que verificados los rebajos por deducciones voluntarias que se aplicaron al señor Chacón Ureña en la primera quincena de diciembre de 2021, se observa que las entidades deductoras citadas anteriormente, incluyeron rebajos a nombre del jubilado judicial en el mes de diciembre 2021.

Se informa lo anterior, para lo que a bien estime resolver esa Junta Administradora.

…”

- 0 -
Se acordó: 1) Tomar nota de la gestión presentada por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Operaciones, mediante oficio N° 352-PO-2021 del 15 de diciembre de 2021. 2) Reiterar al jubilado judicial Andrés Chacón Ureña, que debe instar las diferentes entidades deductoras, a que se respete su voluntad, según lo indica el dictamen de la Procuraduría General de la República N° C310-2020, y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los que se indica que por potestad de los pensionados y jubilados no se les puede realizar las rebajas crediticias directamente de su jubilación, lo anterior con las excepciones de ley. 3) Indicar al jubilado judicial Chacón Ureña, que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no puede dejar de rebajar los montos indicados, salvo por disposición judicial correspondiente.
[bookmark: _Toc92455965]ARTÍCULO XX 
Documento Nº 6-2022
El señor Jorge Monge Bonilla, Secretario del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante oficios N° CNS-1706/07, CNS-1707/05 del 21 de diciembre del 2021, comunicó:
“El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante los artículos 7 y 5, de las actas de las sesiones 1706-2021 y 1707-2021, celebradas el 20 de diciembre del 2021, dispuso en firme:

remitir en consulta, al sistema financiero costarricense, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 2, artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, el proyecto de Reglamento sobre Idoneidad y desempeño de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de entidades y empresas supervisadas, así como de reformas parciales a los artículos 2, 3, 44 y 45 y la adición del artículo 16 Bis al Reglamento sobre Gobierno Corporativo, y la derogatoria del Reglamento sobre Idoneidad de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de las entidades financieras, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, Acuerdo SUGEF 22-18, mediante artículo 9 del acta de la sesión 1413-2018, celebrada el 2 de mayo de 2018. 

Es entendido que las entidades y órganos de integración consultados deberán remitir sus comentarios y observaciones a la Superintendencia General de Entidades Financieras, mediante el canal oficial dispuesto en el Sitio Web de la SUGEF llamado Formularios para remitir observaciones de normativa en consulta, ubicado en la siguiente dirección electrónica: https://www.sugef.fi.cr/normativa/normativa_en_consulta.aspx, en el plazo máximo de 20 días hábiles, contado a partir del día hábil siguiente al recibo de la comunicación de este acuerdo.

Sin detrimento de lo anterior, las entidades consultadas pueden presentar de manera consolidada sus observaciones y comentarios a través de los gremios y cámaras que les representan. Asimismo, el correo electrónico normativaenconsulta@sugef.fi.cr será utilizado únicamente como mecanismo de notificación sobre la completitud de dicho formulario.

“PROYECTO DE ACUERDO

El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, considerando que:

Consideraciones de orden legal y reglamentario

1.	El literal b) del artículo 171 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732 establece, como función del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la ley, deben ejecutar las diferentes superintendencias sujetas a su dirección.

2.	La aprobación de la Ley 9768 “Reforma a Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional y la Ley Reguladora del Mercado de Valores”, vigente a partir del 4 de noviembre de 2019, incorpora al marco legal del Sistema Financiero, el artículo 140 bis- Regulación y supervisión de los grupos y conglomerados financieros a la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, que establece: “con la finalidad de velar por la estabilidad del sistema financiero, todas las empresas que integran los grupos y conglomerados financieros, incluida la empresa controladora, están sujetas a la regulación y supervisión del supervisor responsable (…)”. Adicionalmente, en cuanto a las competencias que se otorgan a las superintendencias, este artículo dispone que “El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), a propuesta de los superintendentes, dictará la normativa necesaria para realizar una efectiva supervisión de las entidades y empresas supervisadas, de manera individual y consolidada. Para ello, el Consejo emitirá la normativa requerida sobre las materias enunciadas en el artículo 131 de esta ley y de cualquier otra norma que atribuya competencia supervisora y de propuesta de normativa a los superintendentes financieros locales, en lo que sea aplicable a las empresas supervisadas, de forma individual, y a los grupos y conglomerados financieros, de manera consolidada”.

La aprobación de la Ley 9768 “Reforma a Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional y la Ley Reguladora del Mercado de Valores” otorga al CONASSIF la potestad de modificar el marco reglamentario, con el propósito de implementar la supervisión consolidada, de las entidades y empresas financieras que integran los grupos y conglomerados financieros supervisados por alguna de las superintendencias adscritas al CONASSIF.

3.	Los acápites iii) y iv) del literal n) del artículo 131 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, disponen que el Superintendente de SUGEF debe proponer al CONASSIF normas sobre las mejores prácticas para gestionar los diferentes riesgos asociados a la operación de las entidades supervisadas y sobre las condiciones y los requisitos mínimos de idoneidad de los miembros del órgano de dirección y de la alta gerencia de las entidades y empresas, así como sobre sus responsabilidades y funciones en aspectos de gobierno corporativo y de gestión de riesgos, entre otros.

De igual forma, establece la facultad de proponer normas sobre el nombramiento de los miembros independientes en dichos órganos, sobre la política de remuneraciones, sobre los conflictos de interés y sobre el manejo de información privilegiada. 

4.	Los literales o) y p) del artículo 131 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, establecen que la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), podrá recomendar, de manera debidamente fundamentada, la remoción de cualquier miembro del órgano de dirección de la entidad supervisada, cuando incurra en omisiones o actuaciones contrarias a las leyes y los reglamentos, que atenten contra la seguridad, estabilidad y solvencia de la entidad, así como cuando incumpla los requisitos de idoneidad.

5.	El párrafo segundo del artículo 119 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, establece en relación con las operaciones de las entidades fiscalizadas, que el CONASSIF podrá dictar las normas generales que sean necesarias para el establecimiento de sanas prácticas bancarias de gobierno corporativo, incluidas las de idoneidad de miembros del órgano de dirección y puestos claves de la organización, así como de gestión de riesgos y registro de las transacciones, entre otros, todo en salvaguarda del interés de la colectividad. Esta misma facultad deriva del literal j) del artículo 29 de la Ley 8653 en relación con las actividades e instituciones que supervisa la Superintendencia General de Seguros (SUGESE); del literal j) del artículo 8 de Ley 7732 en relación con las entidades reguladas por la Superintendencia General de Valores (SUGEVAL); y del literal f) del artículo 38 de la Ley del Régimen Privado de Pensiones, Ley 7523, en relación con las entidades reguladas por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).

6.	El artículo 33 de la Ley de Protección al Trabajador, Ley 7983, establece, para las operadoras de pensiones, que su órgano de dirección o junta directiva debe estar integrada al menos por cinco miembros de reconocida honorabilidad; dos de ellos deberán contar con estudios y experiencia en operaciones financieras. 

7. 	El artículo 9 de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros, Ley 8653, establece, para entidades aseguradoras, que su órgano de dirección o junta directiva debe estar integrada al menos por cinco miembros de reconocida honorabilidad y comprobada idoneidad técnica.

8.	El artículo 28 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732, establece para las bolsas de valores, que todos sus directivos, gerentes y personeros sean de reconocida solvencia moral, amplia capacidad y experiencia y ninguno haya sido condenado por delitos contra la propiedad o la fe pública. Además, en el artículo 54, en relación con los puestos de bolsa, establece, como condición, que ninguno de sus directivos, gerentes ni personeros haya sido condenado por delitos contra la propiedad ni contra la confianza pública, y que sean de reconocida solvencia moral y con amplia capacidad y experiencia. Finalmente, en su artículo 66, para las sociedades administradoras de fondos de inversión, que ninguno de sus directivos, gerentes ni personeros haya sido condenado por delitos contra la propiedad ni contra la fe pública, y que todos ellos sean de reconocida solvencia moral, con amplia capacidad y experiencia.

9.	El Reglamento sobre Gobierno Corporativo, aprobado por el CONASSIF mediante los artículos 5 y 7 de las actas de las sesiones 1294-2016 y 1295-2016, celebradas el 8 de noviembre de 2016, dispuso en su Capítulo II, Sección V. Composición y Perfil del Órgano de Dirección, un conjunto de principios sobre el perfil de los miembros del órgano de dirección, con el fin de que su conformación asegure un balance de habilidades, competencias y conocimientos y que, de forma conjunta, posean las aptitudes necesarias para dirigir la entidad.

10.	El Reglamento sobre idoneidad de los miembros del órgano de dirección y de la alta gerencia de las entidades financieras, Acuerdo SUGEF 22-18, aprobado por el CONASSIF, en el artículo 9 del acta de la sesión 1413-2018 del 2 de mayo de 2018, de alcance a entidades supervisadas por la SUGEF, establece los aspectos de idoneidad que deben ser aplicados por las entidades supervisadas por esta Superintendencia, al evaluar a las personas que desempeñen cargos dentro de sus organizaciones. Este Reglamento junto con el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, procuran fortalecer el gobierno corporativo de las entidades financieras individuales; no obstante, se requiere que las demás entidades que prestan servicios financieros, supervisadas por otras superintendencias, también fortalezcan su gobierno corporativo y que se les aplique un marco normativo equivalente.

Consideraciones prudenciales

11. 	Las debilidades del gobierno corporativo pueden generar, en entidades, grupos y conglomerados financieros, la aceptación de riesgos excesivos que desestabilicen su situación financiera y pueden ocasionar problemas sistémicos, por lo que se hace necesario reforzar el papel y las responsabilidades de los órganos de dirección y de la alta gerencia, con la finalidad de lograr una gestión prudente de las entidades que se dedican a actividades financieras; todo ello con el propósito de proteger la integridad del sistema financiero nacional y el interés de los consumidores financieros.

12.	El fortalecimiento del gobierno corporativo de las entidades financieras es determinante para el buen manejo de las entidades y empresas, dado que provee, entre otros, las estructuras, mecanismos y reglas para su dirección. En este contexto, los miembros del órgano de dirección, la alta gerencia, y demás puestos clave de la organización desempeñan un rol crucial, por cuanto, según el ámbito de competencia de cada uno, son los responsables de establecer, aprobar, supervisar, implementar y cumplir las políticas, procedimientos y controles necesarios para la consecución de los objetivos del negocio, observando niveles de riesgo prudentes.

13.	Desde el ámbito supervisor, existe interés en que las personas que desempeñan o sean nominadas para ocupar puestos en los órganos de dirección y la alta gerencia, como en otros puestos clave, sean las idóneas. En tal sentido, resulta imprescindible establecer criterios mínimos sobre aspectos y condiciones que acreditan dicha idoneidad. La verificación de estos aspectos y condiciones es una responsabilidad primaria de la asamblea de accionistas o propietarios, afiliados o asociados y del órgano de dirección.

14.	Los acontecimientos que puedan afectar potencialmente los conocimientos, habilidades y experiencia requeridos de una persona o su reputación, honestidad, integridad, independencia o compromiso de tiempo, exigen una reevaluación por parte de la entidad de la idoneidad individual y del órgano de dirección de manera conjunta, por lo que es necesario definir con claridad los momentos o eventos mínimos que ameritan una evaluación. 

15.	Los miembros del órgano de dirección deben disponer de tiempo suficiente para atender de manera apropiada, las obligaciones que demanda el puesto, en particular, la gestión de los riesgos que tiene el potencial de afectar la continuidad del negocio y los intereses de los consumidores financieros. También, los miembros del órgano de dirección deben dedicar el tiempo necesario para adquirir, mantener y mejorar sus conocimientos y habilidades a fin de poder comprender la estructura de la entidad y su desarrollo, los cambios en el entorno jurídico y económico y mantener un conocimiento actualizado y ofrecer un alto nivel de rendimiento en todo momento, lo que implica que la disponibilidad de tiempo no se limita al espacio que se dedica a las sesiones del Órgano de Dirección o Comités. Por lo anterior, es necesario establecer un umbral máximo de cargos que una persona puede desempeñar simultáneamente, para procurar que disponga del tiempo suficiente para cubrir sus obligaciones legales y de dirección.

16.	Las entidades son responsables de garantizar que los miembros del órgano de dirección actúen atendiendo sus deberes de cuidado y lealtad y cumpliendo la legislación y la normativa, particularmente, en lo que respecta a la reputación, honestidad e integridad de la persona; cuando se presenten dudas al respecto, corresponde a la entidad demostrar que el director cumple con los estándares de reputación, honestidad e integridad previamente establecidos por la organización. Asimismo, es necesario requerir a la entidad que, ante la presencia de conflictos de interés reales, potenciales o aparentes, adopte medidas preventivas o mitigadoras, y si estas resultan insuficientes o si el conflicto no puede ser atendido con medidas preventivas o mitigadoras, como por ejemplo el director tiene o representa intereses de competidores, se entenderá que el director o la persona en cuestión carece de idoneidad.

17.	Todos los miembros del órgano de dirección y la alta gerencia deben tener buena reputación, independientemente de la naturaleza, tamaño y complejidad de la entidad y de su posición específica. Por su parte, la evaluación de conocimientos y experiencias adecuadas debe tener en cuenta la naturaleza, tamaño y la complejidad de las actividades de la entidad, en consonancia con la aplicación del principio de proporcionalidad y la posición específica de que se trate.

18.	Los procedimientos judiciales abiertos o pendientes de resolución pueden tener un impacto en la reputación de una persona nombrada en el órgano de dirección o la alta gerencia y de la entidad supervisada. Pese a que los procedimientos judiciales penales son responsabilidad de la autoridad judicial correspondiente, el simple hecho de que una persona esté, o haya estado, en tales procedimientos es relevante para evaluar su honorabilidad. La evaluación de las causas pendientes de resolución forma parte de los elementos que se consideran al analizar la integridad y buena reputación de los miembros del Órgano de Dirección y la Alta Gerencia, por autoridades de supervisión financiera a nivel internacional tales como la European Securities and Markets Authority (ESMA) y la European Banking Authority (EBA) según las Directrices sobre la evaluación de la idoneidad de los miembros del órgano de administración y los titulares de funciones clave.

19.	En el caso de grupos y conglomerados financieros, la reglamentación debe asegurar que se establezca un marco de gobierno exhaustivo y coherente en todo el grupo o conglomerado para que encare el sólido gobierno sobre una base consolidada, sin perjuicio del gobierno de las entidades o empresas individuales del grupo o conglomerado. Un esquema de regulación con criterios disímiles sobre esta materia entre las entidades supervisadas por las diferentes superintendencias representa una debilidad para lograr una supervisión efectiva, cuando se hace necesario utilizar herramientas de supervisión para requerir acciones correctivas oportunas o hacer cumplir el marco prudencial. Por lo anterior, es necesario requerir que, además del marco de gobierno corporativo del grupo o conglomerado financiero, se emita una regulación específica con criterios mínimos sobre honorabilidad, integridad, reputación, experiencia, formación académica, conocimientos, dedicación de tiempo y adecuada gestión de los conflictos de interés reales, potenciales o aparentes, que permita que las personas que desempeñen o sean nominadas para ocupar puestos en los órganos de dirección y la alta gerencia de las entidades o empresas individuales y de la sociedad controladora del grupo financiero, sean idóneas para el cumplimiento efectivo de sus obligaciones prudenciales y legales. 

20.	La evaluación del desempeño constituye una buena práctica al permitir retroalimentación sobre la manera de cómo se ejecuta el trabajo y del grado de compromiso con que se asumen las responsabilidades y encargos. Una política, junto con mecanismos formales y sistemáticos de evaluación, facilita esos procesos y brinda información relevante para la toma de acciones correctivas cuando no se cumplen las expectativas.

21.	Las eventuales deficiencias en la actuación de los miembros de órganos de dirección de entidades del sector financiero se pueden presentar tanto en entidades o empresas de propiedad privada, como cuando participa el Estado costarricense o el interés de otro tipo de propietarios en entes públicos no estatales. Por lo tanto, la regulación debe aplicarse a todas las estructuras de propiedad y formas jurídicas existentes. Los criterios establecidos en el Reglamento sobre idoneidad se refieren a aspectos y condiciones mínimas para el sector financiero en atención al mandato legal introducido con la Ley 9768, por lo que, según la estructura de propiedad y la naturaleza jurídica de la entidad, estos deben complementar las demás disposiciones legales, estatutarias o normativas que las entidades deben acatar de conformidad con su realidad institucional, de manera que se aplique la disposición más estricta.

22.	Como parte de los elementos contenidos en el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, para proteger a los accionistas minoritarios que participan de las empresas y entidades, así como para evaluar y cuestionar de manera efectiva las decisiones propuestas por otros miembros del órgano de administración, y contribuir a los procesos de gestión de los conflictos de interés reales, potenciales o aparentes, que pudieran presentar los directores vinculados que afecten su capacidad para desempeñar sus funciones de manera independiente y objetiva, se dispone que las entidades y empresas cuenten con al menos dos directores independientes, entendido como miembros “que no tiene ninguna responsabilidad de gestión o asesoría en la entidad o su grupo o conglomerado financiero y además no está bajo ninguna otra influencia, interna o externa, que pueda impedir el ejercicio de su juicio objetivo”. 

23.	A pesar de que el Reglamento sobre Gobierno Corporativo contiene una descripción del principio a seguir, que se basa en estándares internacionales, se ha observado en la práctica, en cuanto al nombramiento de miembros independientes, un amplio margen de interpretación en la definición de las políticas específicas, algunas de las cuales generan dudas razonables sobre si se logra el objetivo pretendido de un buen funcionamiento de una institución. Dentro de estas prácticas se encuentra el nombramiento de personas que son exempleados, exfuncionarios o exmiembros del órgano de dirección de entidades relacionadas con la entidad o empresa, sin definir ningún periodo de separación mínimo, que procure evitar que una persona que ha realizado su carrera profesional en un grupo financiero esté bajo alguna influencia que pueda impedir el ejercicio de su juicio objetivo. De igual manera, se observa que algunas entidades no han definido periodos máximos de nombramiento de los miembros independientes, siendo que en algunos casos estos nombramientos pueden durar varios años, generando afectaciones en la independencia de criterio de estas personas. Por los aspectos señalados anteriormente, se propone reforzar los elementos que garanticen que los miembros independientes lo sean de verdad y ejerzan juicios objetivos.

Consideraciones sobre principios internacionales

24.	Los principios internacionales de supervisión bancaria, emitidos por el Comité de Basilea, resaltan la idoneidad de los miembros de Junta Directiva para la consecución de los objetivos de la entidad. Es así como el Principio 5 de los Principios básicos para una supervisión bancaria eficaz, emitidos por el Comité de Basilea en 2012, establece que “La autoridad encargada de conceder las licencias tiene potestad para establecer criterios y rechazar las solicitudes de establecimientos que no cumplan esos criterios. Como mínimo, el proceso de autorización incluye evaluar la estructura de propiedad y buen gobierno (incluida la adecuación e idoneidad de los consejeros y altos directivos) del banco y del grupo al que pertenece (…)”. 

Además, el principio 2-Aptitudes y composición del Consejo del documento “Principios de gobierno corporativo para bancos” señala: “Los consejeros deben ser y permanecer aptos, a título individual y colectivo, para el desempeño de sus cargos. Deben comprender su papel de vigilancia y gobierno corporativo y ser capaces de pronunciarse de manera resuelta y objetiva sobre los asuntos del banco”. 

Para garantizar esa idoneidad, el mismo principio, en el párrafo 51 establece: “El proceso de selección debe comprobar que los candidatos al Consejo: (i) cuentan con los conocimientos, destrezas, experiencia y, especialmente en el caso de directores no ejecutivos, la independencia mental dadas sus responsabilidades en el Consejo y a la luz de la actividad y el perfil de riesgo del banco; (ii) cuentan con un historial de integridad y buena reputación; (iii) tienen suficiente tiempo para acometer sus responsabilidades; y (iv) tienen la habilidad de fomentar una buena interacción entre el Consejo y sus miembros. Por su parte, el párrafo 54 indica: “los candidatos al Consejo no deben tener conflictos de interés que obstaculicen su habilidad para desempeñar su función independientemente y de forma objetiva o los someta a una influencia indebida derivada de otras personas (como la gerencia u otras partes interesadas), posiciones mantenidas en la actualidad o en el pasado o relaciones personales, profesionales o económicas con otros miembros del Consejo o de la gerencia (o con otras entidades del grupo).

De igual modo, los principios de supervisión bancaria procuran que se observen características de idoneidad en los miembros de la Alta Gerencia y señala, en el párrafo 89 del principio 4- Alta dirección: “Los miembros de la alta dirección deben contar con la experiencia, competencia e integridad necesarias para gestionar el negocio y el personal bajo su supervisión.”

25.	Los principios básicos de supervisión de seguros emitidos por la Asociación Internacional de Intermediarios de Seguros (IAIS por sus siglas en inglés) establecen, en el principio básico de supervisión PBS 5 Idoneidad del personal: “El supervisor establece que los miembros del Consejo de Administración, la alta gerencia, las personas claves que desempeñan funciones de control y los accionistas mayoritarios de una aseguradora deben ser personas idóneas para llevar a cabo sus funciones.”

En el marco de estos principios, en términos generales, idoneidad significa, para los miembros del Órgano de Dirección y el personal clave en funciones de control, tener la competencia e integridad para cumplir sus respectivas funciones. La competencia incluye, a tenor de lo que establece el estándar 5.2.2, contar con el nivel adecuado de compromiso para desempeñar la función.

26.	El principio básico de supervisión PBS 18 de la c indica “El supervisor establece y hace cumplir requerimientos para la conducta de los intermediarios de seguros, con el fin que conduzcan su negocio en una forma profesional y transparente”. Dicho principio hace énfasis en la necesidad de una supervisión y requerimientos proporcionales indicando que “al implementar este principio, el supervisor debe tomar en cuenta que existen varios modelos de negocio que van desde los comercializadores independientes hasta grandes empresas…”. Además, el PBS agrega “Los supervisores se enfrentan a balancear la necesidad de los consumidores de recibir un apropiado nivel de protección y los beneficios de la innovación y la competencia. El supervisor debe considerar si tanto el licenciamiento como los requisitos de supervisión imponen barreras irracionales para el ingreso de negocios de intermediación pequeños o emergentes, o inhiben innovaciones beneficiosas y por tanto limitan la accesibilidad a cobertura de seguros por parte de los consumidores”.

De acuerdo con lo indicado, y de manera consecuente con la naturaleza de actividades que realizan los intermediarios de seguros, quienes no captan para sí recursos del público ni toman riesgo de este, ese tipo de actores del mercado son supervisados con un enfoque principal en la conducta y su continuidad operacional. Según lo anterior, y la amplia variedad de modelos de negocio señalada, el trato en materia de idoneidad requiere abordarse de forma diferenciada respecto, por ejemplo, de bancos y aseguradoras, incluyendo elementos aún mayores de proporcionalidad en cuanto a conocimientos y experiencia; así como esquemas de verificación diferenciados de idoneidad, considerando en esto la supervisión indirecta por medio de las aseguradoras según el estándar 18.2.12 y siguientes de los PBS de IAIS. 

27.	Para el mercado de valores, la Organización Internacional de Comisiones de Valores, IOSCO, establece una serie de principios que apuntan al fortalecimiento de los órganos de dirección de las entidades que participan en los mercados de valores. De acuerdo con el principio 24, “los reguladores deben establecer normas para la admisibilidad, la gobernanza, la organización y el comportamiento operativo de quienes deseen comercializar o gestionar una institución de inversión colectiva”. A partir de lo anterior, la “Metodología Para la evaluación de la implementación de los Objetivos y Principios de regulación de los mercados de valores de IOSCO” establece que las normas de admisibilidad y sobre condiciones operativas, deben incluir disposiciones en materia de honestidad e integridad, así como sobre experiencia y competencia.

Por su parte, el Principio 29 señala que “La regulación debe proveer normas mínimas de acceso para los intermediarios de mercado”. A partir de lo anterior, la “Metodología Para la evaluación de la implementación de los Objetivos y Principios de regulación de los mercados de valores de IOSCO” dispone que, desde el momento de la autorización, y como una condición para otorgarla, las valoraciones sobre idoneidad deben proveer una visión completa de todas las personas que se encuentren en una posición, directa o indirectamente, de controlar o influir sustancialmente en el solicitante. En este sentido, la regulación debe determinar las condiciones, o los criterios, que debe cumplir el intermediario de mercado y su personal para que se les permita participar en el mercado. Esto debe incluir, a título enunciativo que no limitativo, una demostración de los conocimientos, la conducta empresarial, los recursos, las habilidades, la actitud ética que incluya un examen de su conducta en el pasado y de una organización interna adecuada.

28.	Los Principios básicos de la regulación de pensiones privadas de la OCDE de 2016 disponen sobre Idoneidad que “3.6 La membresía en el órgano de gobierno del fondo o entidad de pensiones debe estar sujeto a estándares mínimos de ajuste y adecuación con el fin de garantizar un alto nivel de integridad, competencia, experiencia y profesionalismo en la gobernanza del fondo de pensiones. El órgano de gobierno debe tener colectivamente las habilidades necesarias y conocimientos para supervisar todas las funciones que realiza un fondo de pensiones y / o entidad de pensiones, y para monitorear cualquier parte externa a la que tales funciones han sido delegadas. También debe buscar mejorar su competencia y conocimiento, cuando sea relevante, a través de capacitación. Cualquier criterio que pueda descalificar a una persona del nombramiento para el órgano de gobierno debe estar claramente establecido en la regulación”.

29.	Los principios para la supervisión de conglomerados financieros emitidos por el Joint Forum establecen, en su numeral 12, que los supervisores deben procurar que los miembros del órgano de dirección, la alta gerencia y las personas clave en funciones de control en las diversas entidades y empresas de los grupos y conglomerados financieros posean integridad, competencia, experiencia y calificaciones para cumplir con su función y ejercer un juicio objetivo sólido. 

30.	Los Principios de Gobierno Corporativo de la OCDE y del G20, incluyen como parte del principio VI.E sobre las responsabilidades del consejo de administración, que “Los consejeros deben estar en disposición de comprometerse de manera efectiva a cumplir con sus responsabilidades”, advirtiendo que la pertenencia a demasiados Consejos puede afectar el desempeño de las funciones de los miembros en cuestión. Además, se establece que “Los Consejos deben realizar evaluaciones periódicas de sus resultados y valorar si disponen de la combinación adecuada de conocimientos y competencias”.

dispuso:

PRIMERO: Aprobar el Reglamento sobre Idoneidad y desempeño de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de entidades y empresas supervisadas, de la siguiente manera:

“REGLAMENTO SOBRE IDONEIDAD Y DESEMPEÑO DE LOS MIEMBROS
DEL ÓRGANO DE DIRECCIÓN Y DE LA ALTA GERENCIA
DE ENTIDADES Y EMPRESAS SUPERVISADAS

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objetivo. 

Establecer las normas de idoneidad y desempeño que deben ser aplicadas a los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de las entidades supervisadas, de las sociedades controladoras y de las empresas integrantes de los grupos y conglomerados financieros.

Artículo 2. Alcance.

Las disposiciones establecidas en este Reglamento son de aplicación para:

2.1	Supervisados por SUGEF:

i. 	Bancos comerciales del Estado.
ii.	Bancos creados por ley especial.
iii.	Bancos privados.
iv.	Empresas financieras no bancarias.
v.	Organizaciones cooperativas de ahorro y crédito.
vi.	Mutuales de ahorro y préstamo.
vii.	Caja de ahorro y préstamos de la ANDE.
viii.	Casas de Cambio.

2.2	Supervisados por SUGEVAL:

i.	Puestos de Bolsa y Sociedades Administradoras de Fondos de Inversión; Sociedades Titularizadoras y Sociedades Fiduciarias.
ii.	Bolsas de Valores.
iii.	Sociedades de Compensación y Liquidación.
iv.	Sociedades Calificadoras de Riesgo.
v.	Proveedores de Precio.
vi.	Centrales de Valores.

2.3	Supervisados por SUGESE:

i.	Entidades Aseguradoras y Reaseguradoras. 
ii.	Sociedades Corredoras de Seguros.
iii.	Sociedades Agencias de Seguros.

2.4	Regulados por SUPEN:

i.	Operadoras de Pensiones.
ii.	Organizaciones sociales autorizadas para administrar los fondos de capitalización laboral.
iii.	Entidades administradoras de regímenes de pensiones sustitutos o complementarios del régimen de invalidez, vejez y muerte (IVM), creados por leyes o convenciones colectivas, excepto a las entidades reguladas y fondos en proceso de liquidación, abolición, o cerrados a nuevas afiliaciones.

2.5	Controladoras y empresas integrantes de grupos y conglomerados financieros supervisados.

En relación con las casas de cambio citadas en el inciso 2.1, las sociedades calificadoras de riesgo y los proveedores de precios citadas en el inciso 2.2 y las sociedades corredoras de seguros y las sociedades agencias de seguros citadas en el inciso 2.3; el Superintendente de Entidades Financieras, el Superintendente de Valores o el Superintendente de Seguros, respectivamente, pueden emitir lineamientos específicos para definir los umbrales de presunción de experiencia suficiente, así como los requerimientos de formación académica y conocimientos de los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia. Igualmente, los lineamientos pueden definir un esquema de supervisión de idoneidad de manera directa, indirecta o híbrida.

Los términos utilizados en este Reglamento se entienden según las definiciones contenidas en el Reglamento sobre Gobierno Corporativo vigente.

CAPÍTULO II

Idoneidad de los miembros
del órgano de dirección y la alta gerencia

Artículo 3. Política de idoneidad

El Órgano de Dirección de las controladoras, entidades y empresas supervisadas debe aprobar una política para determinar la idoneidad de las personas que ocupen o vayan a ocupar un puesto en el Órgano de Dirección o en la Alta Gerencia de estas. Esta política debe asegurar que aquellas personas que no cumplan con los criterios aplicables para determinar su idoneidad no sean nombradas en los cargos incluidos en este Reglamento, o en caso de que la falta de idoneidad fuere sobrevenida, implicará la remoción obligatoria e inmediata del cargo.

Las controladoras, entidades y empresas supervisadas tendrán en cuenta su tamaño, la estructura de propiedad y la naturaleza jurídica, el alcance y complejidad de sus operaciones, la estrategia corporativa, el Perfil de Riesgo y el potencial impacto de sus operaciones sobre terceros al desarrollar y aplicar las políticas de idoneidad requeridas en el presente Reglamento.

La política de idoneidad que desarrolle la controladora, entidad o empresa supervisada debe considerar lo dispuesto en este Reglamento y complementarlo con las demás disposiciones legales, estatutarias o normativas establecidas en la organización, de manera que se aplique, en todo caso, la disposición más estricta para determinar la idoneidad individual y conjunta.

La política debe ser revisada y actualizada al menos cada dos años. 

Artículo 4. Honestidad, integridad y reputación

La controladora, entidad o empresa supervisada, según corresponda, debe evaluar si los candidatos y los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia poseen reconocida honestidad, integridad y reputación, para lo cual, no se considera idónea la persona que se encuentre o se haya encontrado en alguno de los siguientes supuestos:

a)	Si durante los últimos 5 años, la persona ha sido condenada por alguna autoridad jurisdiccional nacional por delitos dolosos contra la buena fe de los negocios, contra de la legislación relativa a las instituciones financieras, legitimación de capitales, financiamiento al terrorismo, financiamiento a la proliferación de armas de destrucción masiva, contra la propiedad, divulgación de secretos, corrupción, contra la Hacienda Pública nacional o contra los deberes de la función pública, contra la legislación tributaria o contra la legislación nacional de la seguridad social, protección al consumidor financiero.

b)	Si durante los últimos 5 años, la persona ha sido condenada por alguna autoridad en una jurisdicción extranjera, por delitos tipificados en la legislación que rige las actividades bancarias, financieras, de valores o de seguros, o relativa a los mercados de valores o instrumentos financieros o de pago, incluidas las leyes en materia de legitimación de capitales, corrupción, manipulación del mercado, uso de información privilegiada y usura, falsedad, fraude o delito económico, fiscal, otros delitos tipificados en la legislación en materia de sociedades, quiebra, insolvencia o protección del consumidor financiero.

c)	Si durante los últimos 5 años, la persona ha desempeñado un puesto como miembro del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia en una organización que ha sido objeto de un proceso concursal, liquidación o intervención, mientras ejerció el cargo.

d)	Si la persona, o la entidad en la cual ha ocupado un puesto como miembro del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia, tiene pendiente una petición o demanda de declaración de insolvencia o quiebra, respectivamente, o bien ya ha sido declarada en insolvencia o en quiebra, aun y cuando dichos procesos hubieren terminado por conciliación o arreglo judicial o extrajudicial. 

e)	Si la persona, en forma directa o indirecta como miembro del Órgano de Dirección o socio con participación significativa en una empresa, se encuentra moroso con más de una cuota pendiente de pago con la seguridad social.

f)	Si la persona, en forma directa o indirecta como miembro del Órgano de Dirección o socio con participación significativa en una entidad o empresa, se encuentra en un proceso concursal, de intervención o de resolución.

g)	Si la persona, en forma directa o indirecta como miembro del Órgano de Dirección o socio con participación significativa en una empresa, tiene juicios por deudas pendientes, en el país o en el exterior, o si es un deudor moroso con más de una cuota pendiente de pago en el sistema financiero nacional o en el exterior al momento de su evaluación.

h)	Si la persona se encuentra incluida en las listas de personas involucradas en actividades de legitimación de capitales (LC), financiamiento al terrorismo (FT) o financiamiento a la proliferación de armas de destrucción masiva (FPADM) de la Organización de las Naciones Unidades (ONU), la Oficina de Control de Activos Financieros Extranjeros (OFAC, por sus siglas en inglés), y organismos internacionales e intergubernamentales reconocidos en materia de LC, FT, FPADM.

i)	Si existen pruebas o indicios fehacientes de que la persona no ha mantenido durante los últimos 5 años, una actitud transparente, abierta y de colaboración en sus relaciones con las autoridades de supervisión del sistema financiero. 

Cuando se presente alguna de las situaciones anteriores en forma posterior a su nombramiento, la persona nombrada no podrá considerarse idónea y en atención a la política requerida a la entidad debe ser removida del cargo.

Adicional a lo establecido anteriormente, el Órgano de Dirección de la controladora debe analizar si la persona presenta procesos judiciales pendientes de resolución respecto a los literales a) y b) de este artículo. Este análisis debe considerar: la fase procesal alcanzada; el tiempo transcurrido y la conducta de la persona desde la conducta supuestamente ilícita; y otros factores atenuantes o agravantes. Sin perjuicio de la presunción de inocencia, el Órgano de Dirección debe confirmar o no su confianza en la persona y someter, por escrito, su recomendación al órgano decisor del nombramiento.

Artículo 5. Experiencia

Los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia deben demostrar suficiente experiencia en puestos de ese tipo, para lo cual se debe considerar la similitud en la naturaleza, tamaño y complejidad de las entidades o empresas en que se haya obtenido la experiencia. 

El análisis de la experiencia de una persona debe incluir, por lo menos, la valoración de la experiencia demostrable en áreas relevantes para la actividad financiera en que se desempeña la entidad, empresa, o grupo o conglomerado financiero.

La experiencia se evalúa tomando como referencia los siguientes umbrales indicativos. Si se alcanzan estos umbrales, se presume que la persona nombrada posee experiencia suficiente, salvo indicación de un umbral mayor dispuesto a nivel de estatutos o disposición legal. El hecho de que la persona nombrada no los alcance no implica automáticamente que no sea idónea, en estos casos la persona nombrada aún podrá ser considerada idónea si la entidad o empresa lo justifica adecuadamente.

Los umbrales indicativos son:

a)	Presidente del Órgano de Dirección para el caso de entidades que se identifiquen como sistémicas por parte del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero: al menos ocho años en los últimos diez años, de experiencia práctica y profesional en puestos directivos o en puestos de Alta Gerencia. 

b)	Presidente del Órgano de Dirección de entidades no sistémicas: al menos cinco años en los últimos ocho años, de experiencia práctica y profesional en puestos directivos o en puestos de Alta Gerencia.

c)	Otros miembros del Órgano de Dirección y Alta Gerencia: al menos tres años de experiencia práctica y profesional en puestos directivos, o en puestos de Alta Gerencia o en un nivel inmediato inferior a éste.

Artículo 6. Formación académica y conocimientos

Los miembros del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia deben tener un conocimiento actualizado y demostrable del negocio o actividad de la entidad, empresa, o del grupo o conglomerado financiero, y de sus riesgos. El nivel de dichos conocimientos debe estar acorde con sus responsabilidades, el tamaño del grupo o conglomerado, entidad o empresa supervisada, y la naturaleza, tamaño y complejidad de sus actividades. 

La Alta Gerencia y por lo menos dos tercios del total de integrantes del Órgano de Dirección deben tener formación local o internacional, en uno de los siguientes ámbitos: economía, derecho, contabilidad, auditoría, ciencias actuariales, administración, gerencia, seguros, tecnologías de la información y métodos cuantitativos.

Además de la formación académica requerida, cada uno de los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia deben tener conocimientos específicos en áreas atinentes a su rol, tales como:

a)	Planificación estratégica.
b)	Gestión de riesgos. Al menos un miembro del Órgano de Dirección debe tener conocimiento del funcionamiento y de los riesgos a los que están expuestas las líneas de negocio significativas de la entidad o empresa.
c)	Evaluación de la eficacia de las políticas y los procedimientos de una entidad o empresa para la adopción de un buen gobierno corporativo.
d)	Interpretación de la información financiera.
e)	Requerimientos legales y marco regulatorio del negocio o actividad de la entidad o empresa, o grupo o conglomerado financiero.
f)	Derecho de protección del consumidor financiero.
g)	Dirección de proyectos.

Si en la evaluación de una persona se identifican carencias subsanables en los conocimientos de los miembros del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia, la controladora, entidad o empresa debe adoptar un plan de acción que establezca medidas correctivas adecuadas para subsanar dichas carencias dentro del plazo máximo de año posterior al inicio de las funciones o de que la carencia es identificada. Si las medidas adoptadas por la controladora, entidad o empresa no son suficientes, esta debe realizar los ajustes a las medidas que le requiera el supervisor responsable o superintendencia.

Artículo 7. Dedicación de tiempo

Los miembros del Órgano de Dirección deben contar con tiempo suficiente para el desempeño de sus funciones y responsabilidades, incluida la de comprender el negocio de la entidad, empresa o grupo o conglomerado financiero, sus principales riesgos y las implicaciones del modelo de negocio y de la estrategia de riesgos.

Los miembros del Órgano de Dirección deben ser informados de la estimación de la dedicación de tiempo necesaria para la realización de sus funciones, y estos deben confirmar, por escrito, que pueden dedicar esa cantidad de tiempo para el desarrollo de sus funciones.

Con independencia de la estimación del tiempo definida por la entidad para que una persona desempeñe adecuadamente sus funciones, se presume que la persona nombrada no posee la suficiente dedicación de tiempo si ocupa, simultáneamente, más de cinco cargos o puestos. Para este cálculo no se computan los cargos en organizaciones en donde participen para representar a la actividad financiera que desarrolla la entidad o empresa, en organizaciones sin fines de lucro no relacionadas con la actividad financiera, o en empresas que se constituyen con el único propósito de gestionar los intereses personales del miembro o sus familiares, siempre que no requieran gestión diaria por parte del miembro del Órgano de Dirección. En el caso de grupos o conglomerados financieros se toma en cuenta la situación consolidada, por lo que computan como uno solo, los puestos como Órgano de Dirección ejercidos simultáneamente en el mismo grupo o conglomerado financiero, excepto si por disposición legal o reglamentaria se establece expresamente un límite diferente para el caso de participación en subsidiarias. 

El hecho de que la persona nombrada supere la cantidad indicada en el párrafo anterior no implica automáticamente que no sea idónea, en estos casos la persona nombrada aún podrá ser considerada idónea si la entidad o empresa lo justifica adecuadamente.

Las controladoras, entidades y empresas deben mantener registro de todos los puestos que ocupan los miembros del Órgano de Dirección dentro o fuera de la entidad y del grupo o conglomerado financiero. Dichos registros deben actualizarse cada vez que un miembro notifique a la entidad un cambio o cuando la controladora, entidad o empresa tenga conocimiento, por otras vías, de tales cambios.

Artículo 8. Comunicación, valoración, gestión y prevención de los conflictos de interés

Los miembros del Órgano de Dirección tienen que adoptar decisiones y opiniones fundadas, objetivas e independientes.

La controladora, entidad o empresa supervisada debe disponer de políticas para identificar, divulgar, valorar, gestionar y prevenir los conflictos de interés, ya sean reales, potenciales o aparentes, por la actuación de los miembros del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia. 

Si las medidas adoptadas por la controladora, entidad o empresa para prevenir o mitigar una situación concreta de conflicto de interés no son suficientes, la controladora, entidad o empresa supervisada debe realizar los ajustes a las medidas que le requiera el supervisor responsable o superintendencia para controlar adecuadamente los riesgos planteados por el conflicto. 

Ningún miembro del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de una controladora, de una entidad o de una empresa de un grupo o conglomerado financiero, puede desempeñar simultáneamente un cargo, como miembros del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia, en entidades financieras supervisadas individualmente o en entidades o empresas que pertenezcan a otros grupos o conglomerados financieros, incluida la controladora; cuando una situación como esta se presente, la persona debe ser considerada no idónea para ocupar alguno de los dos cargos. 

Artículo 9. Idoneidad conjunta del Órgano de Dirección

El Órgano de Dirección debe estar integrado por personas con un balance de conocimientos, experiencia y calificaciones acordes con el tamaño de la entidad empresa o grupo o conglomerado financiero, la complejidad de sus operaciones, la estructura de propiedad, la naturaleza jurídica y los mercados en que opera, que permitan promover la diversidad de opiniones.

Artículo 10. Política de idoneidad en un contexto de grupo o conglomerado financiero

La controladora de un grupo o conglomerado financiero debe aprobar una política de aplicación uniforme a todas las entidades y empresas que conforman el grupo o conglomerado financiero, sobre idoneidad de los miembros de los Órgano de Dirección y Alta Gerencia.

Artículo 11. Proceso de selección de los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia

En el proceso de selección de los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia, la instancia encargada de las nominaciones debe participar activamente en la selección de candidatos y someter su recomendación al órgano decisor del nombramiento, en forma previa a tal acto.

En el proceso de selección se debe considerar, como mínimo:

a)	La aplicación de la política de idoneidad.
b)	Las funciones y competencias requeridas para el puesto.

Artículo 12. Evaluación de la idoneidad

Los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia deben ser evaluados individualmente, además, se debe evaluar al Órgano de Dirección en su conjunto. 

De acuerdo con lo que se defina en la política de evaluación de la idoneidad de la controladora, entidad o empresa, el ejercicio puede ser realizado por medio de evaluaciones internas o contratar a terceros, en todo caso debe garantizarse la independencia del evaluador y su experiencia en las áreas de evaluación de gobierno corporativo.

Las controladoras, entidades y empresas supervisadas, deben asegurarse de que la evaluación se realiza previamente, al menos, cuando:

a)	La controladora solicite la incorporación de una empresa al grupo o conglomerado financiero, en cuyo caso la evaluación la realiza el Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia de la empresa.
b)	Se nombre a nuevos miembros del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia, o cuando se sustituya el presidente dentro del Órgano de Dirección.
c)	Un miembro del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia asume un cargo adicional o comienza a realizar nuevas actividades; en estos casos la controladora, entidad o empresa supervisada, debe reevaluar si la persona dispone del tiempo suficiente para cumplir adecuadamente con todas sus funciones.
d)	Se produzca un cambio relevante en el modelo de negocio de la controladora, entidad, empresa o grupo o conglomerado financiero.

Toda controladora, entidad y empresa debe realizar una evaluación de la idoneidad individual y conjunta, por lo menos, cada dos años. 

Artículo 13. Documentación sobre evaluación de idoneidad

Las controladoras, entidades y empresas supervisada deben documentar separadamente los resultados de la evaluación de la idoneidad individual de los miembros del Órgano de Dirección, la idoneidad del órgano colegiado como tal, y de la Alta Gerencia.

Para lo anterior, las entidades deben tener como parte de la política de idoneidad, los lineamientos para la creación, conservación y actualización de un expediente administrativo en el que consten las calidades y la totalidad de la documentación de las personas nombradas como miembro del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia y para demostrar que se aplicaron los criterios establecidos en los artículos 4 al 9 de este Reglamento.

El expediente debe contener, al menos, la información descrita en el Anexo I de este Reglamento.

Las entidades deben mantener a disposición de la Superintendencia respectiva, el resultado de la evaluación de idoneidad, individual y conjunta, de los miembros del Órgano de Dirección, así como de la Alta Gerencia. La información a la que tengan acceso las Superintendencias será considerada confidencial. 

En el caso de los bancos comerciales del Estado, la evaluación de idoneidad de los miembros del Órgano de Dirección a la que se refiere este Reglamento debe incluir los requisitos adicionales requeridos en el artículo 21 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional y, por lo tanto, debe remitirse a la Superintendencia General de Entidades Financieras en el caso de nuevos nombramientos.

CAPÍTULO III
Evaluación del desempeño

Artículo 14. Política de evaluación de desempeño

Las controladoras, entidades y empresas supervisada deben tener una política escrita para evaluar el desempeño del Órgano de Dirección en su conjunto y de sus miembros en forma individual, de sus Comités y de los miembros de la Alta Gerencia. 

Esta política debe ser aprobada por el Órgano de Dirección, ser revisada y actualizada al menos cada dos años, e incluir, al menos, los siguientes elementos:

a)	Identificación de la instancia, interna o externa, que realiza la evaluación, en todo caso debe garantizarse la independencia del evaluador y su experiencia en las áreas de evaluación de gobierno corporativo.
b)	Identificación del órgano, las personas y los puestos objeto de la evaluación.
c)	La definición de la periodicidad de la evaluación. Al menos debe efectuarse una evaluación anual.
d)	Los aspectos por evaluar del Órgano de Dirección, sus Comités y sus miembros, así como de quienes ocupan cargos en la Alta Gerencia, los cuales deben cubrir los elementos que se indican en el artículo 15 de este Reglamento.
e)	El método, procedimientos e instrumentos desarrollados para implementar la evaluación.

Artículo 15. Elementos de la evaluación del desempeño

La evaluación del desempeño debe incluir, entre otros, los siguientes elementos, en cuanto resulten aplicables:

a)	Liderazgo en temas estratégicos y de aspectos del negocio o actividades de la entidad, empresa o grupo o conglomerado financiero. 
b)	Cumplimiento de los objetivos estratégicos de la entidad, empresa o grupo o conglomerado financiero.
c)	Atención de responsabilidades de acuerdo con lo establecido en el Reglamento sobre Gobierno Corporativo.
d)	Atención de las normas de funcionamiento del Órgano de Dirección y documentación de sus deliberaciones y decisiones. 
e)	Efectividad de la supervisión, coordinación e interacción del Órgano de Dirección con la Alta Gerencia, Gestión de Riesgos, Auditoría Interna, Auditoría Externa y Órganos de Supervisión.
f)	Efectividad y oportunidad de la gestión de la Alta Gerencia con los órganos de supervisión, la auditoría interna y la auditoría externa.
g)	Manejo de la información confidencial y efectividad en la protección de datos personales.
h)	Gestión de los conflictos de interés, ya sean reales, potenciales o aparentes, de los miembros del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia.
i)	Desempeño y comunicación de los Comités.
j)	Cumplimiento de las regulaciones adicionales relativas al gobierno corporativo aplicable a la controladora, entidad o empresa, establecidas en leyes, reglamentos, estatutos u otra normativa relacionada.

Artículo 16. Resultados de la evaluación del desempeño

El resultado de la evaluación de desempeño debe analizarse y documentarse por el Órgano de Dirección.

El Órgano de Dirección es el responsable de decidir e implementar las medidas correctivas que deban adoptarse cuando se encuentre un hallazgo adverso con respecto al desempeño de un miembro del Órgano de Dirección, de un comité o de la Alta Gerencia, individualmente o en conjunto.

Las controladoras, entidades y empresas supervisada deben remitir a la Superintendencia respectiva el resultado de las evaluaciones de desempeño cuando les sea requerido con fines de supervisión. La información a la que tengan acceso las Superintendencias será considerada confidencial, en los términos dispuestos en el artículo 166 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y 132 Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica.

Anexo I

Documentación sobre evaluación de idoneidad

El expediente administrativo en el que consten las calidades de las personas nombradas como miembro del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia y los resultados para cada evaluación de idoneidad, debe contener la siguiente información o documentos:

1.	Datos personales y del puesto

a)	Datos personales: 

i. 	Nombre completo.
ii. 	Nacionalidad.
iii. 	Fecha y país de nacimiento.
iv. 	Profesión u ocupación.
v. 	Dirección de domicilio. 
vi. 	Número telefónico
vii. 	Dirección de correo electrónico

b)	Detalles del puesto: 

i. 	Documento de nombramiento. 
ii. 	Fecha de inicio prevista y la duración del mandato. 
iii. 	Descripción de los deberes y responsabilidades clave de la persona. 
iv. 	Si la persona está reemplazando a alguien, el nombre de la persona que se sustituye. 

c)	Una lista de personas de referencia que incluya información de contacto: nombre completo, institución, posición, número de teléfono, dirección de correo electrónico, naturaleza de la relación con el individuo. 

2.	Evaluación de idoneidad por la controladora, entidad o empresa:

a)	Detalles del resultado de cualquier evaluación de la idoneidad y del desempeño de la persona realizada por la entidad, tales como informes de evaluación y actas del Órgano de Dirección.
b) 	Identificación de las personas responsables de realizar y documentar la evaluación de la idoneidad. 

3.	Conocimientos y experiencia 

a)	Currículum vitae que contenga detalles de la educación y la experiencia, incluido el nombre y la naturaleza de todas las entidades u organizaciones para las que el individuo ha trabajado y la naturaleza y duración de las funciones realizadas, en particular, cualquier actividad comprendida en el ámbito de la posición buscada o puesto en el cual es nombrado.
b)	Conclusión de la entidad de si la persona tiene los conocimientos y experiencia necesarios de conformidad con los criterios que establece el Reglamento del que forma parte este Anexo, y las políticas aprobadas. En el caso de detectarse carencias subsanables, el motivo por el cual se consideran subsanables y los detalles del plan de capacitación que se le requerirá a la persona, con indicación de contenido, proveedor y fecha en que se completará el plan. 

4.	Honestidad, integridad y reputación

a)	Información recopilada y analizada por la entidad, relativa a los elementos descritos en el artículo 4 del Reglamento del que forma parte este anexo.
b)	Conclusión del evaluador de si la persona cumple con los criterios de honestidad, integridad y reputación requeridos.
c)	Historial crediticio.
d)	Declaración jurada requerida a los miembros de Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia, según corresponda, por las nomas de autorizaciones de aplicación la entidad o empresa aprobadas por el CONASSIF. Esta declaración debe actualizarse al menos cada 2 años.

5.	Intereses financieros y no financieros 

a)	Todos los intereses financieros y no financieros que puedan crear posibles conflictos de interés, incluyendo, pero no limitado a: 

i. 	Descripción de cualquier transacción financiera o no financiera entre la persona, sus parientes en primer grado de consanguinidad o afinidad, o cualquier empresa con la que la persona esté relacionada y la entidad o empresa regulada, su sociedad controladora o demás subsidiarias, o cualquier persona que posea una participación significativa en dicha entidad o empresa regulada, incluidos los miembros de los órganos de dirección o alta gerencia.

b) 	Si se ha identificado un conflicto de interés real, potencial o aparente, documentación sobre la situación particular y sobre cómo se ha administrado, mitigado o subsanado ese conflicto. 
c) 	Evidencia e informe de evaluación de los supuestos de independencia contenidos en el artículo 16 BIS del Reglamento de Gobierno Corporativo, para el caso de directores independientes.

6. Dedicación de tiempo.

a)	Detalles pertinentes y necesarios para demostrar que la persona tiene tiempo suficiente para comprometerse con sus responsabilidades en el órgano de dirección o cargos como alta gerencia, entre ellos:

i. 	Información sobre el tiempo mínimo que se dedicará al desempeño de las funciones de la persona dentro de la institución (indicaciones anuales y mensuales).
ii. 	Lista de los cargos que ocupa la persona al mismo tiempo en otras entidades u organizaciones.
iii.	El tamaño y naturaleza de la entidad, empresa o grupo o conglomerado financiero, y la complejidad de las actividades de las entidades u organizaciones en la que la persona ocupa un cargo (por ejemplo, los activos totales y el número de empleados).
iv. 	Lista de las responsabilidades adicionales asociadas a los puestos o cargos (como la presidencia de un comité) en otras entidades u organizaciones. 
v. 	Tiempo estimado en días por año dedicado a cada uno de los cargos que ocupa la persona al mismo tiempo. 
vi.	Número de reuniones al año dedicadas a cada cargo en otras entidades u organizaciones. 

b)	Declaración del miembro de Órgano de Dirección de que puede dedicar la cantidad de tiempo estimada por la entidad para el desarrollo de su función.

7.	Conocimientos colectivos, habilidades y experiencia 

Informe de evaluación de la idoneidad conjunta del Órgano de Dirección. Se debe incluir el análisis de la situación de la persona concreta en relación con la idoneidad conjunta del Órgano e identificar las carencias subsanables y las medidas impuestas para subsanarlas.’

SEGUNDO: Aprobar la reforma a los artículos 2, 3, 44 y 45 y adición del artículo 16 Bis del Reglamento sobre Gobierno Corporativo, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero en los artículos 5 y 7 de las actas de las sesiones 1294-2016 y 1295-2016, celebradas el 8 de noviembre del 2016, en los siguientes términos:

a)	Modificar el inciso 2.5 y agregar un párrafo final al artículo 2 Alcance, para que en adelante se lea así:

“2.5 Controladoras y empresas integrantes de grupos y conglomerados financieros supervisados. Las disposiciones señaladas para las entidades serán igualmente aplicables a las empresas integrantes de grupos financieros.

En relación con las casas de cambio citadas en el inciso 2.1, las sociedades calificadoras de riesgo y los proveedores de precios citadas en el inciso 2.2 y las sociedades corredoras de seguros y las sociedades agencias de seguros citadas en el inciso 2.3; el Superintendente de Entidades Financieras, el Superintendente de Valores o el Superintendente de Seguros, respectivamente, pueden emitir lineamientos específicos para definir la forma en que se constatará la visión independiente del Órgano de Dirección establecida en el artículo 16 de este reglamento, sin que necesariamente resulte aplicable el número mínimo de directores independientes que dispone dicha norma. Igualmente, los lineamientos podrán definir un esquema de supervisión de cumplimiento de las disposiciones sobre Gobierno Corporativo de manera directa, indirecta o híbrida.”

b) 	Derogar el literal j) Director Independiente del artículo 3 Definiciones.

c) 	Adicionar el artículo 16 Bis Director Independiente, para que en adelante se lea así:

“Artículo 16 BIS. Director independiente

El director independiente es el Miembro del Órgano de Dirección que no tenga ni haya tenido ninguna responsabilidad de gestión, control o asesoría en la entidad, o su grupo o conglomerado financiero y además que no esté bajo ninguna otra influencia, interna o externa, que pueda impedir, limitar, obstaculizar o condicionar el ejercicio de su juicio objetivo.

Sin perjuicio de otras relaciones que puedan ser valoradas para determinar la independencia de los miembros del Órgano de Dirección, no se considera independiente:

16.1 	La persona vinculada a la entidad según la regulación de grupos vinculados emitida por el CONASSIF. La condición de no independencia señalada en este inciso se mantendrá, incluso, durante el año posterior a la desaparición del vínculo.

16.2 	La persona que mantiene, o mantuvo, relaciones comerciales, financieras o profesionales significativas con la entidad durante los tres años anteriores a su nombramiento.

16.3 	La persona que durante los últimos tres años ha ostentado la condición de socio, accionista, miembro del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia de una organización que mantiene o mantuvo relaciones comerciales, financieras o profesionales significativas con la entidad.

16.4 	La persona que ha ejercido como director de la entidad, o de alguna de las entidades pertenecientes al mismo grupo o conglomerado financiero, durante más de nueve años en los últimos doce años.

16.5 	La persona que se ha desempeñado como miembro de la alta gerencia de la entidad o de alguna de las entidades pertenecientes al mismo grupo financiero, durante los últimos 5 años.

16.6 	La persona que tiene vínculos con otros directores a través de su participación en otras empresas, entidades u organizaciones.

16.7 	La persona que representa a un socio con participación significativa.

16.8 	La persona que mantenga control sobre la entidad en condición de fiduciario sea de manera directa o indirecta.

16.9 	La persona que participa en la opción de compra de acciones de la entidad o en un plan de pago relacionado con el rendimiento, o es miembro del plan de pensiones de la entidad”

d)	Modificar el artículo 44 Gobierno de Grupos y Conglomerados Financieros, para que en adelante se lea así:

“Artículo 44. Marco de Gobierno Corporativo de Grupos y Conglomerados Financieros

El Órgano de Dirección de la controladora tiene responsabilidad general del grupo o conglomerado financiero y asegura la existencia de un Gobierno Corporativo adecuado a la estructura, los negocios, actividades y los riesgos del grupo o conglomerado financiero y de sus entidades individuales; además conoce y entiende la estructura operativa del grupo o conglomerado y los riesgos que esta plantea.

El marco de gobierno corporativo de los grupos y conglomerados financieros debe ser integral y coherente y equilibrar adecuadamente los intereses divergentes de las entidades integrantes y el conglomerado financiero correspondiente en su conjunto.

Las funciones de los comités técnicos desarrollados en el Capítulo III pueden ser asumidas por los Comités a nivel corporativo, en el tanto, todos los temas de interés de las entidades o empresas individuales sean conocidos con regularidad por esos comités.

El código de Gobierno Corporativo de la controladora de un grupo o conglomerado financiero costarricense será de acatamiento obligatorio para las entidades y empresas miembros de dicho grupo o conglomerado.”

e)	Adicionar los incisos 45.11 y 45.12 al artículo 45 Responsabilidades del Órgano de Dirección de la controladora, para que en adelante se lean así:

“45.11 Asegurarse de que la política de retribuciones e incentivos sea coherente en todo el grupo o conglomerado, considerando diferencias razonables basadas en la naturaleza de las entidades.

45.12 Ejercer una vigilancia adecuada de las entidades individuales, al tiempo que respeta su independencia en relación con las responsabilidades jurídicas y de gobierno que puedan corresponder al órgano de dirección de éstas.”

TERCERO: Derogar el Reglamento sobre Idoneidad de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de las entidades financieras, Acuerdo SUGEF 22-18, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante artículo 9 del acta de la sesión 1413-2018, celebrada el 2 de mayo de 2018.

CUARTO: Los acuerdos primero, segundo y tercero rigen a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.

Transitorio I-	Plazo para aprobar la política de idoneidad y la política de evaluación de los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia.

Las entidades, empresas y controladoras de grupos o conglomerados financieros cuentan con un plazo máximo de tres meses, contados a partir de la entrada en vigencia de estas normas, para la aprobación por primera vez o la actualización de la política de idoneidad y las políticas de evaluación requeridas en el Reglamento sobre Idoneidad y desempeño de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de entidades y empresas supervisadas. 

Transitorio II-	Plazo para la aplicación de la política de idoneidad.

La política de idoneidad de los miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de las entidades, empresas y controladoras de grupos o conglomerados financieros, rige a partir de los nombramientos y reelecciones que se efectúen a partir del cuarto mes con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia del Reglamento sobre Idoneidad y desempeño de los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia de entidades y empresas supervisadas. 

Las entidades, empresas y controladoras de grupos o conglomerados financieros cuentan con un plazo máximo de tres meses, contados a partir de la aprobación de la emisión por primera vez o la actualización de la política de idoneidad, para proceder a su aplicación a los Miembros del Órgano de Dirección y de la Alta Gerencia nombrados con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de este Reglamento, y conformar o actualizar el expediente administrativo en el que consten las calidades de las personas nombradas y se demuestre que se emplearon los criterios establecidos en los artículos 4 al 9 del Reglamento.

Si en la evaluación de una persona nombrada con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de este Reglamento se identifican hallazgos de una atención parcial de algún criterio de la política de idoneidad de los miembros del Órgano de Dirección o de la Alta Gerencia, la controladora, entidad o empresa debe adoptar un plan de acción que establezca medidas correctivas adecuadas para subsanar dichos hallazgos dentro del año posterior a partir de la aprobación de la emisión por primera vez o la actualización de la política de idoneidad. En los casos en que el hallazgo no pueda ser subsanado con medidas correctivas, esta se considerará como una falta de idoneidad sobrevenida, según lo dispuesto en el artículo 3 de este Reglamento.

Transitorio III- Plazo para la aplicación de la política de evaluación de desempeño.

Las entidades, empresas y controladoras de grupos o conglomerados financieros cuentan con un plazo máximo de nueves meses, contados a partir de la emisión por primera vez o la actualización de la política de evaluación de desempeño, según corresponda, para proceder a su aplicación tanto al Órgano de Dirección en su conjunto y de sus miembros en forma individual, como de sus Comités y de personas que ocupan cargos de Alta Gerencia. El análisis y documentación por parte del Órgano de Dirección de los resultados de la evaluación de desempeño deben ser realizados dentro de ese plazo.

Transitorio IV- Plazo para la revisión de los criterios para directores independientes.

Las entidades, empresas y controladoras de grupos o conglomerados financieros, deben valorar los criterios definidos en el artículo 16 Bis del Reglamento sobre Gobierno Corporativo, para los directores independientes y determinar que esas personas cumplen con lo ahí establecido.

En el caso de que el miembro del Órgano de Dirección identificado como “independiente” no cumpla con los criterios reglamentarios incisos 16.1 al 16.3 y del 16.5 al 16.9, la persona no se puede computar como independiente. Si producto de lo anterior, la controladora, entidad o empresa llegan a contar con un número de directores independientes menor al requerido en el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, cuenta con un plazo de un año a partir de la entrada en vigencia de este Reglamento, para realizar los nombramientos respectivos para atender lo requerido en la regulación vigente. 

Para la implementación del criterio de independencia establecido en el inciso 16.4 del artículo 16Bis, se debe considerar la siguiente gradualidad:

a)	A partir del 1° de enero de 2023: No se puede computar como independiente, aquel director que se haya desempeñado en el órgano de dirección durante un periodo continuo mayor a quince años.
b)	A partir del 1° de enero de 2024: No se puede computar como independiente, aquel director que se haya desempeñado en el órgano de dirección durante un periodo continuo mayor a doce años.
c)	A partir del 1° de enero de 2025: Rige lo dispuesto en el inciso 16.4 del artículo 16Bis del Reglamento sobre Gobierno Corporativo.”

…”

- 0 -
Se acordó: 1) Tener por recibido lo informado por el señor Jorge Monge Bonilla, Secretario del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante oficios N° CNS-1706/07, CNS-1707/05 del 21 de diciembre del 2021. 2) Trasladar el presente asunto a conocimiento del Comité de Riesgo, Comité de Inversión y Comité de Auditoria, así como a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 3) Encomendar al Asesor Jurídico de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para que, en coordinación con la Dirección de la JUNAFO, realicen el estudio en informe a esta Junta Administradora, las observaciones puntuales en el plazo de 10 días hábiles a partir de la comunicación del presente acuerdo. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXI
Documento Nº 59-2022
La máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Proceso de Tesorería Macroproceso Financiero Contable, en oficio N° Oficio 008-FC-2022 del 05 de enero del 2022, remitió lo siguiente: 
“En atención al oficio 1028-2021 del 15 de diciembre del 2021, en el cual transcribe el acuerdo tomado por esa Junta en la sesión N° 49-2021 celebrada el 06 de diciembre del 2021, articulo XIV y se me comunica la invitación formal para que integre el Comité de Inversiones, en forma atenta les comunico mi anuencia a ser parte de dicho Comité; sin embargo, se deberá gestionar el correspondiente permiso ante el Consejo Superior para que pueda participar en las sesiones que se programen en cada mes, por lo que copio a la Jefatura del Macroproceso y a la Dirección Ejecutiva como Jefaturas de la suscrita, en caso que se otorgue el respectivo permiso.

Se Integración de comité de inversiones.”

- 0 -
Se acordó: 1) Aceptar la integración de la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Proceso de Tesorería Macroproceso Financiero Contable, en el Comité de Inversiones y autorizar su incorporación de forma inmediata. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior, para lo que corresponda.
ARTÍCULO XXII
Documento Nº 58-2022
Se entra a conocer la conformación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el año 2022-2023, la cual queda conformada de la siguiente forma: 
Presidente: Doctor Juan Carlos Segura Solís,
Vicepresidente: Licenciado Arnoldo Hernández Solano 
Secretario: Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Tesorero: Máster Parris Quesada Madrigal
Director 1: Licenciado Freddy Chacón Arrieta
Director 2: Máster Alexander Arguedas Vindas

Se acordó: 1) Tener por aprobada la conformación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el año 2022-2023, lo anterior a partir del 28 de enero del 2022. 2) Hacer este acuerdo de la Corte Plena, Consejo Superior, de todas las Direcciones, de la Superintendencia de Pensiones, de la Dirección de Gestión Humana, de la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de los Comité de Riesgo, Comité de Inversiones y Comité de Auditoría.
ARTÍCULO XXIII
Documento Nº 60-2022
En razón a la incorporación del personal administrativo en la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se acordó: Encomendar al máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que programe una reunión presencial para el día 24 de enero del 2022, a las 9:00 am, para la presentación oficial del cuerpo administrativo de la citada Junta Administradora.
-o0o-
A las once horas cuarenta y dos minutos terminó la sesión.


Licenciado Arnoldo Hernández Solano   Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora            Secretario Junta Administradora
[bookmark: _GoBack]
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA DECRETA:

LEY SOBRE LETRA DE CAMBIO Y PAGARÉ ELECTRÓNICOS

 CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES



ARTÍCULO 1- Ámbito de aplicación

a) La presente ley será aplicable únicamente a la letra de cambio y al pagaré electrónicos. En lo no regulado por esta ley en materia de carácter sustantivo se aplicarán las disposiciones contenidas en el Código de Comercio vigente sobre letra de cambio y pagaré. 

b) Salvo en los casos previstos en la presente ley, nada de lo dispuesto en ella afectará los títulos valores emitidos en papel. 

c) En materia procesal, en lo no previsto en esta norma, se aplicarán las reglas contenidas en el Código Procesal Civil. 



ARTÍCULO 2- Objeto 

Esta ley tiene como objeto regular la desmaterialización y electronificación de la letra de cambio y pagaré, así como su anotación en cuenta en los Registros Centralizados definidos en esta ley.



ARTÍCULO 3- Definiciones Para los efectos de esta ley se entenderá lo siguiente: 

a) Anotación en cuenta de la letra de cambio y pagaré electrónicos: significa cada registro contable que sobre la letra de cambio y pagaré electrónicos realizan los Registros Centralizados. 

b) Certificado digital: según se define en la Ley 8454, Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, de 30 de agosto de 2005. 

c) Desmaterialización: proceso en virtud del cual un título valor emitido en formato físico es transformado en un título valor electrónico mediante la anotación de cuenta, previo cumplimiento de las formalidades establecidas por los Registros Centralizados. 

d) Documento electrónico: significa cualquier manifestación con carácter representativo o declarativo, expresada o transmitida por un medio electrónico o informático. 

e) Electronificación: es el proceso a través del cual los títulos valores surgen a la vida jurídica ausente de presencia física, es decir, que únicamente pueden ser perceptibles por los sentidos mediante el sistema donde se realiza el intercambio electrónico de datos. 

f) Firma digital: según se define en la Ley 8454, Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, de 30 de agosto de 2005. 

g) Letra de cambio electrónica: se entenderá como la letra de cambio regulada en el Código de Comercio vigente, en formato electrónico de conformidad con esta ley. 

h) Pagaré electrónico: se entenderá como el pagaré regulado en el Código de Comercio vigente, en formato electrónico de conformidad con esta ley. 

i) Registros Centralizados: entidad pública o privada autorizada por la Superintendencia General de Valores (Sugeval) para inscribir, mediante la anotación en cuenta, la letra de cambio y pagaré electrónicos, lo que incluye su desmaterialización, emisión, custodia, administración, endoso, circulación, afectación, gravamen, embargo y cualquier acto cambiario, bajo la forma de anotaciones en cuenta. 



ARTÍCULO 4- Principios generales de los documentos electrónicos aplicables a la letra de cambio y pagaré electrónicos 

En adición a los principios que rigen la letra de cambio y pagaré emitidos en papel se observarán los siguientes principios para la desmaterialización, emisión, custodia, administración, endoso, circulación, afectación, gravamen, embargo y cualquier acto cambiario, sobre estos: 

a) Neutralidad tecnológica: ninguna disposición de la presente ley será aplicada de modo que excluya, restrinja o prive de efecto jurídico cualquier método, procedimiento, dispositivo o tecnología para crear, circular o realizar cualquier acto cambiario respecto de una letra de cambio o pagaré electrónicos. Como consecuencia de lo anterior, y para todos los efectos legales, la inscripción y los actos cambiarios que sobre la letra de cambio y pagaré se efectúen podrán realizarse utilizando cualquier tipo de tecnología disponible que se considere apropiada y adecuada, siempre y cuando se cumplan todos los requisitos legales y reglamentarios establecidos en el ordenamiento jurídico. Asimismo, la tecnología utilizada deberá garantizar autenticidad, integridad, disponibilidad, accesibilidad y trazabilidad del título electrónico desde su emisión y durante todo el tiempo de su conservación. 

b) Equivalencia funcional: la letra de cambio y pagaré electrónicos tendrán el mismo valor, eficacia probatoria y carácter ejecutivo de su equivalente en papel. En cualquier norma jurídica que se haga referencia a una letra de cambio o pagaré se reconocerá de igual manera tanto los emitidos en papel como los electrónicos, y estos conservarán todos los derechos, las acciones y las prerrogativas propias de su naturaleza, consagradas en el Código de Comercio. 

c) Inalteración del derecho preexistente: salvo en lo expresamente dispuesto en la presente ley, las disposiciones aquí establecidas no implican una modificación sustancial del derecho preexistente. 

d) Valor equivalente de la firma: la letra de cambio y el pagaré electrónicos, que sean suscritos mediante firma digital o certificado digital indistintamente, tendrán el mismo valor y eficacia probatoria de su equivalente firmado en forma autógrafa. 

e) Otros principios: de igual forma serán aplicables los principios de equivalencia funcional establecidos en la Ley 8454, Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, de 30 de agosto de 2005, en relación con los documentos electrónicos y la firma digital, en virtud de lo cual, cuando cualquier norma requiera que la información conste por escrito, este requisito quedará satisfecho con un documento electrónico. 



ARTÍCULO 5- Interpretación 

La presente ley deberá ser interpretada en conjunto con los principios aquí establecidos y con las regulaciones que se refieren a la letra de cambio y pagaré en el Código de Comercio, debiendo prevalecer, en caso de contradicción, las disposiciones estipuladas en esta ley. La misma regla aplicará respecto de las demás normativas sustanciales o procesales que regulen las materias desarrolladas en esta ley. 



CAPÍTULO II

EMISIÓN Y ANOTACIÓN EN CUENTA DE LA LETRA DE CAMBIO Y PAGARÉ ELECTRÓNICOS



ARTÍCULO 6- Cumplimiento de los requisitos formales para la emisión y circulación de la letra de cambio y pagaré electrónicos 

La emisión de una letra de cambio o pagaré electrónicos deberá cumplir con los requisitos establecidos en el Código de Comercio, salvo lo modificado en virtud de esta ley; igualmente, deberá cumplirse con los requisitos establecidos por las leyes vigentes asociados a la emisión de documentos electrónicos y firma digital, que permitan verificar su integridad e identificar de forma unívoca a su firmante y vincular jurídicamente al emisor, avalista, tenedor o cualquier otro interviniente, según corresponda. Las firmas del deudor, avalista, endosante o cualquier otro interviniente, si los hubiera, podrán realizarse mediante firma digital o certificado digital, indistintamente. 



ARTÍCULO 7- Legítimo tenedor 

Para efectos de la letra de cambio y pagaré electrónicos, será legítimo tenedor quien aparezca como tal en la anotación en cuenta, en el sistema del Registro Centralizado autorizado. 



ARTÍCULO 8- Efecto jurídico de la anotación en cuenta 

Toda letra de cambio o pagaré desmaterializado o emitido por medios electrónicos deberá ser anotado en cuenta ante un Registro Centralizado. 

La desmaterialización, emisión, custodia, administración, endoso, circulación, afectación, gravamen, embargo y cualquier acto cambiario se perfeccionará mediante la anotación en cuenta. 

La inscripción de la letra de cambio y pagaré electrónicos, mediante la anotación en cuenta ante un Registro Centralizado, asigna el derecho de control sobre el título inscrito a favor del tenedor de este, facultando a este el ejercicio de los mismos derechos y facultades que el tenedor de un título en soporte físico puede ejercer sobre el título.



CAPÍTULO III

DESMATERIALIZACIÓN



ARTÍCULO 9- Desmaterialización de la letra de cambio y pagaré 

La desmaterialización de una letra de cambio o pagaré la realizará el Registro Centralizado a requerimiento de su legítimo tenedor cambiario, sin necesidad de que comparezca el deudor o terceros intervinientes en el título físico. Tal desmaterialización se ejecutará a través de una anotación en cuenta en la que se indique que el título emitido en soporte físico ha sido desmaterializado y tal soporte en papel ha perdido toda eficacia y validez. El título en soporte físico deberá entregarse al Registro Centralizado mediante un endoso no traslativo de dominio, para su archivo y custodia con el fin de evitar su circulación. Asimismo, en el documento físico deberá consignarse que este ha sido desmaterializado. 



Los cambios de soporte que se realicen no afectarán los derechos ni las obligaciones de las partes. 



ARTÍCULO 10- Prohibición de segundo cambio de soporte 

Una vez que la letra de cambio o pagaré sean desmaterializados o emitidos electrónicamente, queda prohibido que estos sean posteriormente representados en papel. 



CAPÍTULO IV

REGISTROS CENTRALIZADOS



ARTÍCULO 11- Registros centralizados 

Podrán ser registros centralizados, aquellas entidades que sean previamente autorizadas por la Superintendencia General de Valores (Sugeval). 



La Sugeval tendrá la potestad de otorgar la autorización correspondiente, después de verificar la existencia de recursos humanos e infraestructura tecnológica y de seguridad adecuadas, y demás elementos propios para el funcionamiento de un registro de esa naturaleza. La autorización citada en el párrafo anterior estará sujeta a los siguientes requisitos mínimos: 

a) Constituirse como sociedad anónima. La escritura de constitución, los estatutos y los reglamentos serán aprobados por la Sugeval previo a su funcionamiento, así como sus modificaciones y la suscripción y transmisión de acciones. Las ampliaciones y reducciones de capital deberán ser autorizadas por la Sugeval, la cual establecerá, por vía reglamentaria, la forma en que deberán realizarse, así como los criterios que deberán seguirse para valorar el precio de las acciones. 

b) En el caso de instituciones públicas, cumplir con los presentes requisitos y demás que establezca la autoridad competente. 

c) Contar con un capital mínimo suscrito y pagado no inferior al equivalente del cincuenta por ciento (50%) del capital mínimo requerido para las centrales de valores autorizadas por la Sugeval, que se ajustará periódicamente de acuerdo con el Índice de Precios al Consumidor. 

d) Mantener la rentabilidad de su patrimonio, de manera que cumplan con los montos y requisitos patrimoniales fijados por la Sugeval y que recuperen de sus usuarios el costo de los servicios prestados. 

e) No discriminar, en la prestación del servicio, a los usuarios. 

f) Todos los demás que la Sugeval establezca tendientes a garantizar la continuidad, seguridad y solvencia de la institución. 



Para tal efecto, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) establecerá, vía reglamento, las demás disposiciones de carácter general que regularán los requisitos técnicos de fiabilidad, la autorización, su revocación y los requisitos para la interconexión, para las entidades interesadas en brindar este servicio, incluidos los requisitos de capital proporcionales a los volúmenes que se anoten, el monto de los aportes económicos al regulador y el cumplimiento de las obligaciones en materia de prevención de lavado de activos y financiamiento al terrorismo. 



El Conassif reglamentará la organización y el funcionamiento de los Registros Centralizados de valores no inscritos, los sistemas de identificación y el control de los pagarés y letras de cambio electrónicos representados por medio de anotaciones electrónicas en cuenta, así como las relaciones y comunicaciones de las entidades encargadas de tales registros con los emisores y las bolsas de valores. 



ARTÍCULO 12- Principios de la inscripción electrónica sobre la letra de cambio y pagaré electrónicos 

Los Registros Centralizados deberán realizar la inscripción de la letra de cambio y pagaré electrónicos observando los siguientes principios: 

a) Principio de prioridad: una vez producida la inscripción mediante anotación en cuenta, no podrá practicarse ninguna otra inscripción respecto de la misma letra de cambio o pagaré que obedezca a un hecho producido con anterioridad. El acto que se inscriba primero en el Registro Centralizado tendrá prioridad sobre los posteriores. 

b) Principio de tracto sucesivo: las inscripciones sobre un mismo derecho deberán estar encadenadas, cronológica, secuencial e ininterrumpidamente, de modo que quien trasmite la letra de cambio o pagaré electrónico, o el derecho de control sobre estos, aparezca previamente en la inscripción. 

c) Principio de rogación: para la realización de cada inscripción se requerirá solicitud previa del legítimo tenedor.

d) Principio de buena fe: la persona que aparezca como titular en la anotación en cuenta se presumirá como legítimo tenedor de la letra de cambio o pagaré electrónicos. 



ARTÍCULO 13- Funciones de los Registros Centralizados 

Los Registros Centralizados tendrán las siguientes funciones: 

a) Desmaterializar la letra de cambio y pagarés emitidos en papel, que les sean solicitados por el legítimo tenedor. La anotación en cuenta deberá corresponder a los derechos y las obligaciones incorporados en el título a desmaterializar.

b) Administrar y custodiar la letra de cambio y pagaré electrónicos que sean depositados de conformidad con lo establecido en esta ley. 

c) Realizar las anotaciones en cuenta y llevar la inscripción de estas, que garantice la trazabilidad de los actos que afecten la letra de cambio y pagaré electrónicos. 

d) Emitir la certificación electrónica para el cobro regulada en esta ley. 

e) Inscribir mediante anotación en cuenta los gravámenes sobre los derechos contenidos en los títulos. 

f) Inscribir mediante anotación en cuenta las medidas cautelares que recaigan sobre los títulos electrónicos. 

g) Otros servicios complementarios que no contravengan lo dispuesto en esta ley y su reglamento y que sean autorizados por la Superintendencia General de Valores (Sugeval). 



ARTÍCULO 14- Obligación de reserva 

Los Registros Centralizados solo podrán suministrar información sobre los títulos electrónicos al legítimo tenedor y a cualquier obligado, así como a las autoridades competentes en ejercicio de sus funciones establecidas por ley y conforme a la reglamentación que al efecto se emita. 



CAPÍTULO V

TRASLADO DE LA LETRA DE CAMBIO Y PAGARÉ ELECTRÓNICOS A OTROS REGISTROS CENTRALIZADOS

ARTÍCULO 15- Traslado de la letra de cambio y pagaré electrónicos 

El legítimo tenedor de una letra de cambio o pagaré electrónicos tendrá la posibilidad de trasladarlos de un Registro Centralizado autorizado a otro, siempre y cuando no existan terceros con mejor derecho sobre el documento, o una orden de una autoridad competente judicial o administrativa que lo impida. La Superintendencia General de Valores (Sugeval) reglamentará los requisitos para que opere dicho traslado. 



CAPÍTULO VI

EJERCICIO DE LOS DERECHOS SOBRE LA LETRA DE CAMBIO Y PAGARÉ ELECTRÓNICOS



ARTÍCULO 16- Ejercicio del derecho representado en la letra de cambio o pagaré electrónicos 

El ejercicio del derecho consignado en una letra de cambio o pagaré electrónicos requiere la exhibición de estos. Dicha exhibición se cumple con la presentación de la certificación electrónica que emita el Registro Centralizado autorizado. Tal certificación legitima a su titular para el ejercicio de los derechos representados en el título y tendrá carácter de título ejecutivo para efectos de su cobro. La certificación no podrá circular ni servirá para ceder o transferir ningún derecho sobre los títulos. El Poder Judicial podrá suscribir convenios con los Registros Centralizados, para que aquel pueda consultar los documentos electrónicos de certificación referidos en los procesos judiciales que les sean presentados para su conocimiento. 



ARTÍCULO 17- Requisitos de la certificación 

En el reglamento de esta ley se establecerán los requisitos mínimos que deben cumplir las certificaciones que emitan los Registros Centralizados. Sin perjuicio de lo anterior, la certificación con carácter de título ejecutivo, para efectos del cobro a la que se refiere el artículo precedente, deberá contener como mínimo lo siguiente: 

1- La indicación de que es una “certificación para el ejercicio de derechos patrimoniales de cobro”. 

2- La denominación social y el número de cédula jurídica del Registro Centralizado que la emite. 

3- Firma digital o certificado digital de quien la emite.}

4- Fecha de expedición de la certificación. 

5- Los siguientes datos del título sobre el cual versa la certificación: 

    a) Especificación de si es un pagaré o una letra de cambio.

    b) Número de documento según el Registro Centralizado. 

    c) Fecha de constitución de la letra de cambio o pagaré. 

   d) Fecha de vencimiento de la obligación constituida en la letra de cambio o pagaré. 

   e) Monto y moneda de la obligación (valor facial). 

f) Tasa de interés corriente y moratorio. 

6- Datos de los obligados: 

   a) Nombre o denominación social del obligado o los obligados, especificando su condición, librado, librador, deudor o deudores, o avalista o avalistas. 

   b) Tipo y número documento de identificación. 

7- Datos del beneficiario del documento sobre el cual versa la certificación: 

   a) Nombre o denominación social del beneficiario. 

   b) Tipo y número de documento de identificación del beneficiario. 



CAPÍTULO VII

INFRACCIONES Y SANCIONES

ARTÍCULO 18- Infracciones y sanciones a los Registros Centralizados 

A. Incurrirán en infracciones graves:

 a) Los Registros Centralizados que realicen actividades ajenas al objeto legal o reglamentariamente autorizado. 

  b) Los Registros Centralizados que no lleven contabilidad. 

   c) Los Registros Centralizados que lleven registros contables con retraso, inexactitud u otras irregularidades materiales o significativas. 

  d) Los Registros Centralizados que incumplan con la obligación de reserva. 

   e) Los Registros Centralizados que incumplan con los requisitos de autorización. 



Las sanciones correspondientes a las infracciones graves serán:

i. Multa por un monto de cinco veces el beneficio patrimonial, obtenido como consecuencia directa de la infracción cometida. 

ii. Multa del cinco por ciento (5%) del patrimonio de la sociedad. 

iii. Multa entre veintiún y ciento cincuenta salarios base, según se define en la Ley 7337, de 5 de mayo de 1993. 

iv. Revocación de la autorización. 



B. Incurrirán en infracciones leves: 

a) Los Registros Centralizados que incumplan la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), en supuestos que no estén contemplados como una falta grave. 



Las sanciones correspondientes a las infracciones leves serán:

i. Amonestación privada que consiste en una comunicación escrita. 

ii. Multa entre uno y veinte salarios base, según se define en la Ley 7337, de 5 de mayo de 1993. 



CAPÍTULO VIII

REGLAMENTACIÓN



ARTÍCULO 19- Reglamentación

El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) deberá emitir el reglamento previsto en la presente ley en un plazo no mayor a seis meses desde su entrada en vigor. 



Rige a partir de su publicación.  



ASAMBLEA LEGISLATIVA- Aprobado a los doce días del mes de octubre del año dos mil veintiuno. 



COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO



Silvia Hernández Sánchez

Presidenta



Aracelly Salas Eduarte                   Xiomara Priscilla Rodríguez Hernández

Primera secretaria                        Segunda secretaria



Dado en la Presidencia de la República, San José, a los nueve días del mes de noviembre del año dos mil veintiuno. 



EJECÚTESE Y PUBLÍQUESE.



CARLOS ALVARADO QUESADA



ISAAC CASTRO ESQUIVEL

MINISTRO A.I. DE HACIENDA



PAOLA VEGA CASTILLO

MINISTRA DE CIENCIA, INNOVACIÓN, TECNOLOGÍA Y TELECOMUNICACIONES



VICTORIA EUGENIA HERNÁNDEZ MORA

MINISTRA DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO
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         LEY Nº  2028



No.  2028 (*)


LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA DE COSTA RICA,


DECRETA:


(*) La Ley No .6063 reformó en forma total y adicionó la Ley No. 2028, que comprende las siguientes disposiciones:


ARTÍCULO 1°.- Se reforma y adiciona la ley N° 2028 de 16 de junio de 1956, reformada a su vez por la ley N° 4075 de 17 de enero de 1968, cuyo texto se leerá así:


"CAPITULO I


Constitución, Fines y Propósitos


Artículo 1º.- Créase la Caja de Préstamo y Descuentos de los Servidores del Poder Judicial, la cual tendrá por objeto facilitar créditos a sus accionistas en las condiciones y para los fines que esta  ley determina.


Artículo 2º.- Serán socios o accionistas de la Caja los miembros  de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales y todos los demás servidores, ya estén en servicio, con licencia, o sean jubilados o pensionados del Poder Judicial, para lo que deberán suscribir las acciones que para llenar sus fines, acuerde y determine la Junta Directiva de la Caja.


Artículo 3º.- Las acciones serán nominativas y no podrán ser vendidas ni traspasadas en ninguna forma, ni tampoco podrán ser objeto de embargo por persona distinta a la Caja, ante la cual responderán en todo tiempo por los créditos que haya concedido al accionista, en calidad de garantía adicional.  La emisión de esos títulos o acciones, podrá ser sustituida a juicio de la Directiva, por un registro de accionistas que llevará la gerencia.


En caso de muerte del accionista, la Caja rescatará sus acciones por la suma que hubiere aquél pagado por las mismas; para tal fin, los accionistas deberán designar beneficiario o beneficiarios, a quienes se les pagará el valor de las acciones a su fallecimiento. De no haberse hecho tal designación, procederán los interesados de conformidad con el artículo 85 del Código de Trabajo. 


Artículo 4º.- Las acciones serán pagadas mediante deducciones de una suma mínima fija de diez colones mensuales, la cual, a criterio de la Junta Directiva, en ningún caso podrá ser superior al equivalente del medio por ciento mensual de su sueldo o salario devengado, o del monto de su jubilación o pensión, de aquellos que fueren unos u otras, superiores a dos mil colones por mes, que hará la oficina que por disposición de la ley extienda los giros por sueldos o pensiones y jubilaciones, a cada uno de los socios o accionistas de la Caja, a favor de la cual serán giradas las sumas correspondientes.


Las utilidades, que obtenga la Caja, irán a formar parte de su capital propio y en su oportunidad deberán invertirse en adquisición de un valor económico firme y de provecho general para los accionistas, respondiendo, en todo momento, tales utilidades, a la pérdida que pudiere tener la institución. 


Artículo 5º.- El capital de la Caja será como mínimo de cuatrocientos mil colones  (¢ 400,000.00) y estará representado por cuatro mil acciones de cien colones cada una.


Artículo 6º.- El Domicilio de la Caja será la ciudad de San José, pero podrán establecerse agencias y sucursales en cualquier población de la República, cuando su Junta Directiva lo estime conveniente.


Artículo 7º.- El objeto y los fines de la Caja serán la realización de las siguientes operaciones:


a)
Conceder anticipos de sueldo, jubilación o pensión, mediante el descuento o descuentos de giro o giros respectivos; 


b)
Otorgar préstamos con garantía de los giros futuros y las respectivas órdenes de retención; y


c)
Cualesquiera otras operaciones que acordare la Junta Directiva, conforme se disponga en la reglamentación que al efecto se dictará. 


Los anteriores fines se realizarán y efectuarán, conforme a las disponibilidades económicas de la Caja.


Artículo 8º.- Para la cabal realización de los propósitos indicados, la Caja queda facultada para ejecutar además las siguientes operaciones:


a)
Descontar o traspasar en garantía directamente o en calidad de colateral, los documentos de crédito o las órdenes de retención otorgadas a su favor;


b)
Realizar toda clase de operaciones de crédito con los Bancos del Sistema Bancario Nacional y demás instituciones del Estado, así como con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para cuyo efecto queda expresamente autorizada la Corte Suprema de Justicia; y 


c)
Recibir en depósito los fondos que pertenezcan a la Asociación Nacional de Empleados Judiciales.


CAPITULO II


Administración


Artículo 9º.- La Caja será administrada por una Junta Directiva integrada por cinco miembros propietarios y tres suplentes.


El período de los propietarios será de cinco años y el de los suplentes de tres, debiendo hacerse los nombramientos de tal manera que cada año venza el período de un miembro propietario y de uno suplente de la Junta, a fin de que su renovación parcial sea efectiva todos los años.


Los miembros propietarios cuyo período haya vencido, no podrán ser electos el mismo año del vencimiento, para ningún cargo en la Junta Directiva, pero sí podrán ser elegidos nuevamente en un período posterior.


(Así  modificada  su  redacción  por  Resolución  de  la  Sala  Constitucional No. 1313-99,  del 23 de febrero de 1999.)


Transitorio: Los actuales miembros de la Junta Directiva de la Caja continuarán en el desempaño de sus cargos, hasta el vencimiento de sus respectivos períodos.


Artículo 10.- Para la tramitación de los asuntos inherentes al cumplimiento de los objetivos de la Caja, su Junta Directiva nombrará cada dos años un gerente, quien tendrá, además, lo mismo que el Presidente, la representación judicial y extrajudicial de aquélla.


La Junta Directiva nombrará los empleados que necesitare la Caja para el cumplimiento de sus funciones, a propuesta e indicación del gerente.


El gerente, el contador y los otros servidores de la Caja, a juicio de la Junta Directiva, deberán garantizar sus funciones con póliza de fidelidad del Instituto Nacional de Seguros, por un monto de diez mil colones.


Artículo 11.- De igual manera, la Junta Directiva dictará el reglamento respectivo sobre los salarios y escala de los mismos, de los empleados de la Caja, así como los restantes reglamentos que fueren necesarios internamente, sobre el otorgamiento de descuentos y préstamos, con sujeción a lo dispuesto en esta ley.


CAPITULO III


Operaciones


Artículo 12.- La Caja hará los anticipos a que se refiere el inciso a) del artículo 7º en forma de descuento o compra de giro o giros a que tenga derecho el solicitante, de acuerdo con el salario de su cargo en propiedad, sobre cuyo monto deducirá un uno por ciento (1%) en concepto de intereses y hasta un diez por ciento (10%), en carácter de amortización y con el fin de que el solicitante pueda redimir paulatinamente el descuento o anticipos concedidos. Cuando la Caja, por medio de su Junta Directiva lo estime conveniente, puede disminuir de una manera general el tanto por ciento correspondiente a intereses.


En la misma forma y con iguales deducciones, comprará o descontará el giro o los giros quienes tengan derecho a recibirlos en calidad de pensionados o jubilados del Poder Judicial.


Artículo 13.- Los préstamos que autoriza el inciso b) del artículo 7º se concederán únicamente a los asociados que lo solicitaren para atender gastos extraordinarios en que hayan incurrido o deban incurrir por causas que encuentren justificadas la Directiva Central de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales o las de sus filiales o, en su caso, las Directivas Centrales o las de sus filiales de otras asociaciones de servidores judiciales que existan en ese momento y a las que pertenezca el solicitante, así como también la Junta Directiva de la Caja, tales como el hecho de contraer matrimonio, haber tenido el solicitante o quienes de él dependan alguna enfermedad, haberse visto obligado a atender los gastos funerales y entierro de algún miembro de su familia y otras de índole económico-social. 


La cancelación de esos préstamos se efectuará mediante el sistema de cuotas mensuales fijas que comprendan el pago de intereses y una suma acumulativa para amortizaciones de gastos y cobro de administración, todo lo cual fijará la Junta Directiva de la Caja, de acuerdo con las disposiciones reglamentarias que dicte y las tablas matemáticas existentes y estará garantizada durante todo el tiempo que cubra el período de amortización por los sueldos que devengue el deudor en cualquier dependencia de la Administración Pública, con preferencia a cualquier otro crédito, salvo los relativos a pensiones alimenticias.


Artículo 14.- Para el efecto de asegurar el pago de las operaciones señaladas en el artículo 7º, el sueldo, jubilación o pensión que se venda o comprometa en cualquier forma se tendrá por traspasado a favor de la Caja, sin necesidad de anotación alguna y los jefes de las oficinas expedidoras de giros serán solidariamente responsables por las pérdidas que sufra la Caja, originadas en la entrega indebida de los giros, si ésta se realiza después de haber recibido la correspondiente orden de retención emitida por la Caja.


Las prestaciones legales, que se acuerden en favor de los servidores judiciales, se considerarán como sueldos para los efectos de esta ley. 


Cuando se tenga conocimiento de que se ha iniciado o se iniciará información de despido o de otra índole contra un servidor judicial, que sea deudor de la Caja, o que el servidor se ausentare temporalmente de su cargo sin goce de sueldo, la Caja emitirá igualmente la correspondiente orden de retención de giro.  Retenido que sea un giro, dichas oficinas lo entregarán a la Caja, para su debido endoso y depósito en su cuenta bancaria, acreditando su monto a la operación del deudor. 


CAPITULO IV


Disposiciones Generales


Artículo 15.- Para todos los efectos legales, en aquello en que no esté expresamente previsto en esta ley, la Caja se considerará como una Unión Cooperativa de Crédito y, por consiguiente, gozará de todos los privilegios que concede a las instituciones de esta índole la Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Instituto de Fomento Cooperativo, número 4179 de 22 de agosto de 1968, reformada por la número 5185 de 20 de febrero de 1973, particularmente el inciso 8) del artículo 21 de ese ordenamiento, así como las demás leyes conexas.


Artículo 16.- Los Bancos del Sistema Bancario Nacional, el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y las demás instituciones del Estado, como las de vivienda, podrán conceder a solicitud de la Caja, en calidad de préstamo y a un interés no mayor del medio por ciento mensual y por vía de redescuento, la suma necesaria para hacer las operaciones a que se refiere el artículo 7º.


Artículo 17.- La Oficina de Cooperativas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tendrá a su cargo la fiscalización correspondiente". 


ARTÍCULO 2°.-  Rige a partir de su publicación.


Comuníquese al Poder Ejecutivo



Dado en el Salón de Sesiones de la Asamblea Legislativa.- Palacio Nacional - San José, a los catorce días del mes de junio de mil novecientos cincuenta y seis.


OTTO CORTES F.,


Presidente.


    LUIS   BONILLA   CASTRO,




 LUIS   RAMIREZ    V.,


           Primer   Secretario.




 Segundo Secretario.



Casa Presidencial.- San José, a los dieciséis días del mes de junio de mil novecientos cincuenta y seis.


Ejecútese


JOSE FIGUERES







El  Ministro  de  Trabajo  y  Previsión  Social,







                    OTTO    FALLAS    M.
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